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Nuestro Código al ocuparse de esta materia en loa cuatro
artículos desde el 1252 al V2X> inclusive, establece que:
puede contratar toda persona que no estuviere declarada inca-
paz por la ley, y que eaa incapacidad puede ser absoluta ó
relativa.

¿Quiénes son esas personas, absolnta ó relativamente in-
capaces? ¿cuáles son los diferentes efectos que BUS actos
pueden-tener?
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Aate todo as aeeesarío distingair Im memfmñiwi 4* 4tn-
o W d e U incapacidad para la eoaúsióB de aetos jaridieás,
esto ec, <ra se eoasidere al boabre COBO tmjtU' ¿ COBO
mfatt del dereebo.

El boabre desde el príater momento de sa cinteada be-
se la capacidad de dereeko, rale decir, paede adqiirir, ae-
eesariaaeate adqaierc. tales como el dereeko á la vida qae
la ley pernal le parante tan eficazmente cono paede; ea las
rdadoaes driles los tiene, qae no por estar rabordisadot
al beebo del naeimieato en condicione* de vida, dejan de
*er aeaos considerado* y garantidos por la ler.

So Mcede a s tratándose de la capacidad para la eoaat-
sióa de actos jaridieos: para reconocerlos DO te basta i la
ler qae el individao exista. es necesario qoe exista en cier-
ta» eoadidose;. Desde Ineyo. en coadiciones de ser libre
Ea el sencido iariáie» y aan filosófico de U palabra, ao lo
ec d bonbrc siso después de cierta eáa<i: en niafaaa edad
lo es el boabre perturbado en sos facultades iEtelectaales
y. por eossigaieste. va recemos dos eacsas de incapacidad
para la coaüsoa de i * ) ? jarídicos.

1 ' Falca de edad:
í. Eeajcaaci.^c mental

So son estas ¡as ósieas. aanqae -<>ir. las principales. L»
lev DCI coieidera al b-:>mbre tan síJ-j cono indiridao: le coa-
sidera :aa»biéc ec»o miembro de la íoiecriridad *.cial T de
aqai qie reie laabiéo p-:.r los ia¡ere*es i e es» e>>ieídridad.
T. ea e«a?ecseaeia. p<>r k>s de las Í3*o;acioBes qae ella baee

& de iacerés de la insolado:: de! m»xns>OBK> qic d es-
p<w* tea el iaieo jefe en la familia v ec los biea«9 de la
*"fK» T de ati qae la ley imp->u? á ia majer obediea-
d a i n atando, T de ahí también qac la declare incapaz
para obt^arae sia el eOBseanmieaio de é«e.

A i razoae< de interés sociai ~e a i ices para fsai ir
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la incapacidad del comerciante fallido y de los repreaeataates
legales ó particulares, tratándose de ciertos aetos y ea lo qae
tengan reladón con sus representados. Al considerar en de-
talle estos pantos, analizaremos si esas razones son fondadas.

Por el momento podemos ya establi-eer la siguiente diferen-
cia radical entre las cansa* de incapacidad:

Cansas fondadas en las eondidones sujetivas de las per-
sonas—falta de edad, —demencia,— y cansas fondadas en
ciertos estados de la persona estado de mnjei casada y de
comerciante fallido.

Hecha esta dirisión, ya se comprende porqué la ley dis-
tingne entre incapacidad absoluta y relativa. El menor impú-
ber y el demente, privados de discernimiento por lo mismo
qoe carecen del ejercido de sns facultades, se bailan en la
imposibilidad de cometer aetos jnridieo*. De abi qne la ley
los declare absolutamente incapaces; de abi qae los actos que
cometan se consideren como no practicados ó nnlos.

Pero la mujer cagada, el fallido pueden hallarse en las
condiciones psicológicas de ser racional y libre; si, pues, la
ley les priva de la capacidad para cometer actos jnridieos,
es por razones de otro orden; es tan sólo en garantía de
terceros, que bien pueden ser. el iadividao ó la sociedad.

Al fallido, por ejemplo, se le impide contratar, en garan
tía de los intereses de sus acreedores comprometidos en la
falencia: su incapacidad es tao súlo relativa á éstos y de
ahi que el a.-to jurídico qae comete no sea por su esencia
nnlo, sino simplemente a nulable por esos terceros.

Hechas estas consideraciones generales. n>>« ocuparemos
eo detalle de la* caá-*-- de ineap7*idad

II

Como una de la* principales caucas de incapacidad se se-
ñala la falta de edad.

Esta cansa de incapacidad suscita una difiesltad coya so-
lnción satisfactoria es imposible.
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Ka efecto dado el prog.-eñro desarrolla ée la ñieiige*-
áa himaai y la i»ayor ó a-aof proceridad eos qae *e «pe
ra sqgma el medio en q«f e* bísbre rii-a. ;.«• <j«é perw4*
4* ñda defce eowádes-*r*e H esa icifJ^-fwi» ka U«gad« á
M pin»,' desam-Uo. pwmitiwüio ai bo«bre obrar M»B con
píete diseeniisaieat.'iY Aira areri^aado ésto. !••> qse e* impo-
aMe. ¿c¿»o fijar en térmico SEiíon»*. caasdci es tas gra»-
de la deñgiaidad entre la* lüHígíDria*. desigualdad per
«tra pane E»tBT»i v Eeeesariaí

Y* en la ÉiariÓE a? eisd '• iér»;»>i sf ¡^curriria ?s i«
ft>.- es» arb!inried»o «.aóiria d? patio si »sa
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El segando período, en «jne «e fija la pabertad, hasta los
diez y ocho afios, ja la ley no le considera absolutamente
incapaz.

Por ana parte, los actos jurídicos que comete ya no se eon
sideran como inexistentes ó unios, sino tan solo riciados,—
anuíanles; y. por otra parte, se le reconoce completa capacidad
para algunos actos trascendentales como el de testar, y para
trascendentales contratos, como el de matrimonio aunqoe ro-
deándole de determinada? garantías.

El tercer periodo ha sidn determinado al tener en cuenta
el hecho averiguado de que ciertas personas, ririendo en el
mismo medio, son de inteligencia más precoz que otras. Por
eso permite la ley que de los 18 años en adelante e¡ hom-
bre pueda adquirir casi completa capacidad para las gestio-
nes de la rída social medíame las formalidades de la rma»-
dpadón ó habilitación d* edad

I I I

Otra de las causa* de incapacidad absoluta es la de e*a-
jtnadó» mental.

Sa determinación es tnueho mis fácil qae la de la menor
edad. pue> tratándose de la eiiajeuaciÓQ mental hay hechos
externos que la denuncian y caracterizan, los cuales hacen
que la ciencia pueda determinar ese estado patológico.

Dos principales cuestiones se su'eitao al estudiar esta ma-
teria y son las siguientes:

Primera: ¿Quién responde dei daño causado por el de
mente cuando se produce á pesar de haber sa curador em-
pleado toda la diligencia razonablemente exigióle.

Segunda: ;Los acto? practicados en intervalos lucidos, obli-
gan, producen responsabilidad?

Apreciando estas cuestiones bajo el punto de rUta de la
capacidad en el agente, la primera cuestión queda resuelta;
la segunda, el dereebfi román" la resolvía por la aümatiTa,
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Bajk- U fai <if i» capacidad ea el ar*»». ea
h» d « ea**» paria ir* aoa* p-arácaif* ea ta¡
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Ea Uea dd sordo-aiado la ley ao qaiere fiar U
tadÓB de rolaatad acerca de aeeboc auü eoaipreadidos, i
eaasa de la sordez, y de ana masera imperfecta auaifeataaa.
p«r los aguo* ambiguo* de qae paede raJerse d sordo aneo.

IV

Sos oeapareaos ahora de las persoaas qne ao son aaao-
1 «timente incapaces, cayos actos, en ronnrmmrii ao soa n«-
los. sino simplemente anaiabies.

DEL n s o i ADULTO. La misma razón qae explica la inca-
pacidad absolua en qne se haiia el impáber, esto es. d hora-
bre en el primer periodo de ia rida. josDaca la prescripción
legal respecto del piber 6 adalto

Respecto ai primero, la ley niega efecto j indico á sas
actos, porque ie considera prirado de todo diseenúaúeato:

-es esa edad se considera que el. hombre oo goza del ejer-
cicio de sns facultades, oo paede manifestar libre y eono-
cicDiemenit su roiantad y. por lo tasto, no puede de niaga-
na manera obligarse^ Pero ei menor adalto oo se halla ea
ese caso: de los catorce á ios reinte años inclnsire se din
qne J hombre no se haiia en ei pleno goce de sos facal
tades., que es incapaz aun de proceder eon'completo discer-
nimiento: pero es innegable ijue ya sn inteligencia ha obte-
nido nn grado superior de desarrollo: que ya paede distm-
gair ei Dien dei SDIÍ; qae se halla ea apntnd de compren
der lo qne le conreíiga. como asimismo de defenderse de
las asech&czas qa? se le tutfan para defraudar sas intere-
ses: elarj esta qae DO paede ser considerado como el qae
no se haiia en ese caso, nv es eompietameme capaz, pero
tampoco es absolnu^neute incapaz. La ley toma es eaenxa
ese término medio y establece qne ei defecto o ei Tiek> de
qne adolece el consenümiesto dei mayor de eatoree años y
menor de Teintiano. sea soplido por la asistencia dei tutor
en ei caso de! pnpü«; dei padre ea ei naso dei hijo de fa



milia; y que el acto cometido sin esa garantía, sólo por el
menor, sea únicamente anulable.

DE LA MUJER CASADA. -La incapacidad de la mujer ca­

sada, por lo mismo que no nace de las condiciones subjetí

vas de la persona, siendo, por el contrario, una simple con­

secuencia de su estado, creada por el matrimonio, da lugar

á opiniones diametralmente opuestas entre los publicistas,

según el modo de considerar esta institución y según los
efectos que á ella se den.

La cuestión fué magistralmente debatida con motivo de la
disensión del Código Civil Italiano.

Entonces el Ministro Pízauellí en su relación sobre el Pro­

yecto del libro 1." del Oódigo, sostuvo la capacidad de la

mujer casada en lo qne se refiere á la contratación, des.
arrollando su tesis en los siguientes términos:

u El precepto de la autorización marital y, por tanto, la

prohibición para contratar y comparecer en juicio sin el

consentimiento del marido, es una consecuencia del sistema

de la comuuidad legal entre los cónyuges, que usado en

Francia, es casi desconocido en Italia. Cuando los frutos

de los bienes extrar10tales de la rnnj el' forman parte de la

comunidad que administra el marido, es natural que sin su

cOl:sentimiento la mujer no puede vender ni hipotecar, por­

que no debe por el mismo hecho sustraer á la comunidad

los bienes, cuyos frutos pertenecen á ésta y hacer ilusorio

el derecho de administración que corresponde al marido.

Adoptado el princi pio debíase por uniformidad de sistema

aplicarlo á los juicios en que tuviera parte la mujer ...
"E . d '

xannna a sin preocupación está cuestión bajo el aspecto
puramente jurídico, parece fundada la solución propuesta por
el Proyecto,

"Es indudable que la mujer tiene y debe tener la capaci­

~ad de adm!nistrar y disponer de la propia fortuna, y es
19ualmente CIerto que el matrimonio no puede por sí mismo

tener la virtud de privar á los cónyuges de la disponibilidad

de sus bienes; no priva de ellos al marido, y no hay razón

jurídica para resolver lo contrario respecto de la mujer,

"En vano se observa qne el marido como jefe de la fami­

lia tiene el principal deber de proveer á las necesidades de

ésta, y que, por consiguiente, debe contar con los bienes de

la mujer y que en el interés de la familia, debe poder im­

pedir la enajenación de ellos. Oon tal razonamiento se su­

pone ante todo que el padre tiene para con los hijos mayor

afecto, pero la prescripción no corresponde á la realidad,

puesto que el cariño de la madre puede ser igualado, nunca

sobrepujado ...

"Por otra parte, ¿cuáles serían los beneficios reales de la

autorización marital"? Si la concordia reina entre los cónyu­

ges todos los actos serán practicados de común acuerdo; el

marido será el natural consultor de la mujer, sin que la ley

lo imponga. Pero si la paz doméstica desaparece, la autori­

ación marital se vuelve arma de violencia en manos del

marido; la mujer buscará refugio en los Tribunales, y la

última consecnencia de esta disposión legal será la separa­

ción de los cónyuges 1 es decir, la diaipació n y la ruina de

la familia",

Sin embargo, la Comisión revisora del Proyecto sostuvo la

prescripción de la autorización marital como reclamada por

el orden! la armonía y la fortuna de la propia familia, y

se fundaba en que La independencia así considerada de la

mujer, además de herir los intereses de la familia sería con

traria.

"1. 11 Al principio de protección que el marido debe á la

mujer, que sería vana é ilusoria sí él no pudiese impedir

que malgastase sus bienes en operaciones ruinosas;

u2." A la deferencia debida al marido, jefe de la fami­

lia, rnás apto para velar por los intereses de ésta y diri­

girla en los actos más importantes de la vida civil;
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'3 . ' Cootnrís finalmente á 1» unidad y estreefca eoaaai-
dad ea todos los actos de la vida, carácter eaeaetal de la
sociedad conyugal.

-Por último, decía la Comisión, al dilema formolado por
Piíaoelli, bien pudiera oponérsele el «¡galeote: si los aetoe
qae quiera practicar la mujer son buenos y otiles, la obli-
gación de la renia marital ningún perjuicio paede cañarle,
puesto qne nn irracional disenso del marido encontraría ea
la aatoridad judicial su correctivo: si los acto* son naloe,
hay gran conveniencia para la familia y para la propia n i -
jer en qae el marido pneda impedirlos.

-£l consentimiento del marido sera siempre espontánea -
menee solicitado por la mujer qae cún él \ive en baena ar-
monía, pues á ello la impulsará la naiuralera misma de la
anión conyagai; sí. por el contrario, la armonía DO reina,
comiese qae el marido pneda evitar actos mal meditados
qne periodiqueo el bienestar de la .omunidad".

En caaoto a Desoíros, creemos qae esta áltim* teoría eí
la mis aceptable: y ano más. no trepidamos en afirmar qae
si bien puede influir en la solución de la eaestión el regí-
mea que se adopta para ia sociedad legal, siempre se en-
contraría:) fondameatos en los intereses morales de la fami-
lia para establecer ana dependencia de la majar con res-
pecio ai marido, sin perjuicio de reconocerle ¡>s derecb.js
que le recococió la eirilizaeU'.n al arranfaria de la oscuri-
dad T sumisión ec qae estaba en otros tiempos

INCAPACIDAD DE &SKTA5 ?KasO>'A* E> TTETCT' D«L CAB6O

<jr« Dts-Ri&mSAS.—Esa prescripción de nnesrr ;ey se refiere
á la prohibición impuesta al mandatario de comprar para
si. la cosa qne se le manda retder. »i tutor j carador de
c>*-mprar los b'.íoes de sns papüos •'• reeder ios sayos a]
padre respeeso de i¿>* bieaes de ios hijos qse *e bailas ba
jo la patria potestad, ere, etc

La raión de e-sas prohibición** •'• ¡ccapacidade*. e? n *
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tan sólo: antagonismo entre los intereses del representante
legal ó particular y los de sos respectíros representados.

En el caso del contrato de compraventa, por. ejemplo,
el mandatario como tal tiene el deber de verificar el con-
trato en las condiciones más ventajosas para el mandante;
si el mandato es de vender, debe verificar la venta por el
mayor precio posible; pero, si se le permitiese comprar pa-
ra si, sn interés estaña en verificar la compra por el menor
precio qne pndiera; habría antagonismo de intereses, y la
ley ba creído couveniente encarar la cuestión bajo la faz
práctica, teniendo en caenta las debilidades humanas y por
tanto ba considerado qae en esa lacha corrían peligro I03
iuterese* de terceros. Por eso no le da ocasión de manifes-
tarse. 1

DE LAS ACCIONES EN MATERIA CIVIL

J . L A < 1 A B 1 Í I I X A

M ' M A R I l i - -*• A q i i . . ' r . > . . • . . . : ! • - . ; r . - i a - i - ; •: a . : : ; . . • - . . . • . - . - .• . , ,• ••
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.Ii.-jr*. - < ., El ai.t-.r íi-L- ¡ ^ ; « : j ^•.--¡•'•n -i-'. -X-m \v.-ia-l>. - • 4 !••• ia pm-in J r '

':. pr.;,¡»ln-i ó- ! - mu -í-1 -

50.—El reivindicante es obligado á presentarla prueba de su
propiedad. Tal es lo qae dispone el articulo Ür>4. del Código
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52 Puede suceder que el demandante no pueda producir

la prueba de la prescripción, y ocurre entonces averiguar si

en tal caso, debe ser acogida ó rechazada su demanda. En

otros términos; el problema á resolver es el siguiente: ¿de­

ben admitirse otras probanzas que, á falta de la presunción

absoluta de la prescripción, puedan suplir á ésta?

'Quién podría estar seguro de que su propiedad, en manos
(, 1 ..
de un tercero, le seria devuelta, si para esto se e exigiera

que probara todas las transmisiones por las que ha pasado

desde que la adquirió el primer ocupante hasta el momento

actual?
La necesidad de mantener el estado de cosas existente,

nbligó al legislador á crear un instituto que, al consolidar

la propiedad, la defendiera contra pretensiones d~ terc.ero~

que al imponer al dueño la carga de una prueba ImposIb.l~,

haría que pudiera ser despojado del bien de su pertenencia.

La prescripción viene en ayuda del derecho de propiedad

y constituye su más fuerte base. Desde el punto de vista de

la prueba es el medio más eficaz para su defensa; la ley la

ha erigido en presuucióu absoluta contra la cual no cabe la

nrueba en contrario (Cúd. Uivil, 1;)75 núm. 2). Pasado cierto

~iempo, el que ha poseído, por sí ó por sus autores, ba ad­

quirido el dominio y se libra de responder de él; los v.icios

qne su título pudiera tener se hallan purgados, y en. VIrtud

de la prescripción, puede estar tranquilo ante cualquier de­

manda que contra él pueda entablarse. Se explica el entu­

siasmo que por ella tenían los antiguos cuando la llamaban

patrona del género humano, coronamiento y base de la pro­

piedad.

La prueba del dominio se reduce, pues, á la prueba de la

prescripción. El que baya poseído con titulo probará éste y

la posesión necesaria para prescribir, y el que poseyó sin

aquél sólo tendrá que probar el goce continuado por treinta

años.

Civil, en armonía con el principio general que e8tablece la

carga de la prueba al que hace de actor eu el juicio (Cód.
de I'roc , arto 329).

El que reivindica pide la propiedad de la cosa que el reo

tiene en su poder; la prueba, por tanto, debe versar sobre

el dominio de esa cosa. ¿Cómo producir esa prueba? Ante

todo debemos distinguir si el objeto de la reivindicación es

un mueble ó un inmueble, pues son distintas las reglas apli­

cables á cada caso. Empezaremos por los inmuebles.

La propiedad de un inmueble puede adquirirse por tradí.
ción, sucesión ó prescripción. Descartando la prescripción

trentenaría que no exige título ni otro requisito que la po­

sesión por treinta años, los demás modos presuponen un pro­

pietario anterior, quien ba transmitidn al actual los derecbos

que sobre la cosa tenía. En este último caso ¿bastará para

probar la propiedad la ju¡;;tificaci6n del título traslativo de

dominio á favor del reivindicante? ¿Qué es In que prueba un

título semejante'? Lo que con él se demuestra es que el ac­

tor adquirió los derechos de su causante, es decir, del trans

mitente; pero si éste no tenía. la propiedad de la cosa, mal

pudo transferirla á su cansa habiente: nema plll8 [uri« ad aliu.t~
transferre potest quum. 'llJ.'w /zabet.Pero para probar, á su vez,

que el transmitente era propietario, habría que probar que

su autor inmediato tenía tal calidad, y así sucesivamente

hasta remontarse á la adquisición del dominio por modo ori
ginario. Se concibe la dificultad de una tal prueba que con
razón los antiguos llamaron:<diabólica\).

5
I

. -:
La exigencia de una demostradón tan rigurosa del do­

minio; que sería en muchos casos impoRible, violaría el orden

público que está interesado en que la propiedad se halle

~segur~da contra las mlllrpaciones Ó molestias que, merced

a la dificultad de la prueba, se hallarían amparadas por la

ley en perjuicio evidente del verdadero dueüo de la cosa,
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Para unos, no probándose la prescripción cumplida, el

demandado debe ser absuelto, desde que la prueba in­

cumbe al actor, y no produciéndola satisfactoriamente el reo

debe ser el vencedor (1). Otros opinan que á falta de una prueba

completa sobre la prescripción adquirida, puede el juez, te­

niendo en cuenta los hechos en cada caso, presumir que

aquélla se ha cumplido. Esta fórmula, como dice Baudry

Lacantinerie (2), hace de la prueba del derecho de propiedad

una presunción ele prescripción, fundada so bre di versos indicios

de posesión. Como se ve, esta teoría bace de la reivindica.
ción, en tales circunstancias, una acción pubticiana (3), Con

la diferencia que ésta es una ficción, y "la fórmula es una

presunción que surge de ciertos hechos (actos de goce, pago

de impuestos, datos de los títulos, etc:'), que hacen probable

la creencia que el demandado sea pI verdadero dueño.

Aubry J~ Rau han dado otra fórmula que, aceptada por

Baudry Lacautinerie aun cuando éste la expresa de distinta

manera, tiene importancia grandísima por ser la que la ju­

risprudencia francesa ha seguido. «Cuando la prueba de la

prescripción cumplida no puede hacerse, si el actor justifica

un derecho mejor y más probable que el del demandado, debe

serie reconocida la propiedad) (4). Tal es la fórmula que

Baudry Lacantinlers (5), expone en estos términos: "El de­

mandante pued e invocar en apoyo de su derecho de propie­

dad no sólo la presunción legal basada. en la prescripción,

sino también presunciones del hombre: triunfar¡í si produce
una prueba por presunciones .'

~3.~Lo qne. hay que saber, dentro de la tesis seguida por
la jurIsprudenCIa francesa, es qué valor pueden tener las

i 1.1 LAl'1:EXT, -b, eii., t \'1 nútus, 1;-'1;, l;j~l:i 178.

121 Rn;rn:y LACASTlSERIE ET CHAl:YEA1.', Des Bieue, núm. :!n.
D¡"lor.rmBE. C01lr3 LX n o J~I.' '1'

_ '. . .' .' '., ROPLOXG, De la pl'f.sCl'iptiull. 1. I, u.« 280.
1, "\CB!:Y ET HAV, 0-'111'$ II, ~ :HIJ.

Jl.u'DJ:YL.\('.\XTIXEI:IK oli. dt. n.» 238.

presunciones del hombre en lo que respecta á la prueba de

la propiedad. No se trata aquí , como en la doctrina de De­

mnlombe y 'I'roploug: de presunciones sobre la prescripción

sino de presunciones sobre, la propiedad. El actor no pre­

tende, en el supuesto de que tratamos, probar la prescrip­

ción adquirida por medio de presunciones; lo que quiere de­

mostrar por medio de esa prueba, es su propiedad, cuya

justificación debe resultar de indicios tenidos como bastan­

tes para ello (1 l.

La regla del artículo 1679 del Código Civil ¿rige en estos

casos, ó la prohibición allí estaoleeida no es aplicable á las

cuestiones de dominio? Las opiniones están divididas entre

los intérpretes de la ley francesa. "El Código de Napoleóu,
dice Laurent (2), sólo habla de pruebas en el título de las

Obligaciones; pero los princi pios allí consagrados son reglas

generales, que tienen aplicación tanto en materia de dere­

chos reales como en materia de contratos". En cambio Bau­

dry Lacantinerie (3) impugna esa tesis del siguiente modo:

"Las reglas restrictivas sobre la admisibilidad de la prueba

testimonial ó por presunciones conciernen solamente á las

obligaciones, á los derechos personales; pero quedan sin

aplicación en la prueba del derecho de propiedad: el lugar

ocupado por el artículo 1315 (1547 de nuestro Código), en el

título de las obligaciones da, por de pronto, un argumento

serio; y, por otra parte, las diferencias que separan el dere­

cho real del derecho personal explican la creación de reglas

especiales, extrañas, por consiguiente, á los derechos reales.

La obligación es un vínculo de derecho entre dos personas

determinadas; una relación jurídica cuyo nacimiento aparece

como una derogación al derecho común, al estado de libertad

existente entre las personas; la formación de este lazo j urí-

, (I) BAFDRY LACAxTDmIUE, Des Biens, n.v 210.

¡::l, Id..u¡:EN·r, vr n.v 11;\1.

RI.lJlH:Y L.\CAXTIX ERrE. Des Biene, n.» 24.1.
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dico debe revelarse de ana manera precisa. Por lo demás,
la relación jurídica esta destinada á desaparecer á reees en
un breve plaxo; es fácil, por tanto, conservar loa signo* cier-
tos de so nacimiento y extinción. Mny distinto es el derecho
de propiedad, que se perpetáa á través de los siglos y coya
adquisición originaría está mny lejana para ser conocida; et
nna relación casi necesaria entre nna persona y ana cosa,
pues los bienes están casi todos en poder del hombre. Se-
rian inexplicables las restricciones puestas á la praeba de
este Tincólo jurídico; el legislador debe más bien facilitarla.
A-í, pues, el artículo 1315 .1047 de nuestro Código), no se
opone á qne se establezca el derecho de propiedad por me-
dio de presunciones; ese articulo no tiene por objeto regla-
mentar la prueba del derecho de propiedad.'

54. Para proceder con orden bagamos notar ante todo
que la prescripción puede probarse por testigo», desde que
los hechos de posesión son hechos simples y escapan, por
tanto, á la prohibiión del articulo 1571). Respecto á esto,
las dos doctrinas convergen; la una, porque cabe este caso
entre los de excepción; la otra, porque la regla no tiene
aplicación en los derechos reales. Por manera que, si el de
mandante fonda su acción en la prescripción cumplida, bien
sea treinteuaria ó con titulo, los testigos v presunciones tie-
nen lugar, al efecto de probar la posesión continuada por el
tiempo requerido por la ley. Esto se entiende sin perjuicio
de que el titulo, cuando exista, debe ser probado por el
aeto ó instrumento correspondiente, de acuerdo con las exi-
gencias legales para el caso.

Pero uo es ese el puuto sobre que discrepan los autores.
Lo qne se discute es si cuando el actor no puede probar la
prescripción lo que, eomo hemos dicho, puede hacer con
testigos le es dado al Juez presumir que el dominio perte-
nece á aquél.
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Ante* de analizar la teoría, veamos las fórmalas de la ju-
risprudencia francesa á qae antes nos hemos, referido.

55. — 1." El demandante produce un título y el 'demandado
ninguno. En este caso debe juzgarse á favor del actor siem-
pre qae el título sea anterior á la posesión del demandado.
Fúndase esta solución en la presunción qne surge de todo
títnlo, porque en la generalidad de los casos la enajenación
procede del verdadero propietario, presunción que debe pre-
valecer sobre la que ampara al poseedor, cuya posesión re-
ciente tiene visos de una usurpación cometida en perjuicio
del demandante.

Si el titulo es posterior á la posesión del reo, el actor
debe remontarse en el pasado á fin de producir uno ante-
rior, sea que hubiera sido concedido á su actor inmediato á
uno de los auteriores á éste.

2." Tanto el demandante como el demandado, producen un
título. Dado que esto suceda hay que distinguir si los títu-
los emanan de un mismo autor ó de autores diferentes. Si
lo primero acontece, vencerá en el juicio el que presente el
título más antiguo. Ahora en el segundo supuesto, triunfará
el demandante si prueba que en la hipótesis de un pleito
entre los dos autores, vencería el suyo; porque nadie puede
dar más derechos de los que tiene.

3." Ni el actor ni el reo producen título. Aqui, el deman-
dante funda su acción en ciertos hechos de los que puede
surgir nna presunción de propiedad á su favor. Se resuelve
en este caso qne si la posesión del demandado es exclusiva
y biec caracterizada debe considerarse la presunción que na-
ce de esto superior á la deducida de los hechos en que se
basa el demandante, y, por consiguiente, la acción debe ser
desechada. Pero si la posesión del demandado no reuniera
las cualidades de ana posesión útil, " el Juez deberá balan-
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cear las presunciones invocadas por una y otr» parte, y si,
en sn creencia, las del demandante parecen mas precisas y
concordantes, le atribuirá la preferencia sobre el reo; de lo
contrario, rechaza la acción."

56.—Estudiemos ahora esos distintos casos y veamos si
existe en ellos la prueba de la propiedad.

El demandante invoca un titulo mientras que el demanda-
do no produce ninguno ¿Que prueba el titulo del reivindi-
cante? Ya lo hemos dicho; en si, sólo demuestra que ha ad-
quirido los derechos de su cansante, pero no prueba que es
propietario, á no ser qne se apoye en la prescripción ó en
nn modo originario por el que adquirió algnno de sus auto-
res. Pero por la presunción de que todo titnlo emana del
propietario sé~considera que el que lo presenta tiene el do-
minio de la cosa. ¿Puede admitirse esa presunción? La afir-
mativa es sostenida por los partidarios de la doctriua. y se
fundan en las razones que ampliamente hemos expuesto trans-
cribiendo á uno de sus más ilustres adeptos.

•La "pvesuueióu surge "porque en la inmensa mayoría de
los casos la enajenación emana del verdadero daeüo ". En-
tonces ¿para qué se necesita la prescripción, si es bastante
el titulo ó transmisión del derecho?

El adquirente se reputa propietario porqae. por regla ge-
neral, el transmitente es propietario' En otros términos, al
que transfiere sus derechos se le presume propietario; de lo
que vieue á resultar que ei titulo, cuando el demandado no
presenta ningano, prueba la propiedad. Poco importa que el
autor del demandante no haya teuido derecho sobre la cosa;
si el poseedor no produce un titulo, éste será condenado. V
uo vale tampoco qne sea la posesión una presnnción de pro-
piedad, porqae, se dice, esa presnnción cede ante la iná»
fuerte que surge de un titulo traslativo de dominio.
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No estamos conformes con la teoría expuesta La prueba
de la propiedad se reduce en último término, 4 la prueba
de la prescripción como lo reconocen los mismos sostenedo-
res de la tesis que impugnamos i l) , y si esto es cierto, mal
puede probarse esa presunción legal por medio de un titulo,
puesto que el fundamento de la prescripción es la posesión,
y sabido es que quien invoca una presunción legal debe pro-
bar la existencia de los hechos que sirven de base á la ley
para establecerla i Código Civil, articulo 1576).

Es cierto que los adeptos á la doctrina en examen, quizá
dándose cuenta de lo insostenible de la tesis de tal modo
encarada, declaran que no pretenden establecer presunciones
de prescripción sino presunciones de propiedad

Se argumenta dentro de 1111 circulo vicioso: se empieza
por sentar que la prescripción es la prueba normal de la
propiedad, para luego decir que las presunciones estableci-
das son presunciones de dominio y no de prescripción. Pero
si toda prueba de propiedad se reduce á la prueba de la
prescripción, surge naturalmente la consecuencia de que las
presunciones de dominio deben ser presunciones de prescrip-
ción, supuesto que se da por sentado que no hay otro modo
de probar la propiedad que el que emana de la prescrip
ción. Primero se dice que el título no prueba otra cosa que
la transmisión de los derechos del enajenante, tal cual éste
los tenia, para luego concluir que ese titulo basta para pro-
bar la propiedad en virtud de presuncioues deducidas del
mismo. Quien presenta un titulo podrá probar con él que
tiene mejor derecho que el que no presenta ningano, pero de
eso á dar por justificada la propiedad hay mucha distancia.
Perreceionar el titnlo por el titulo mismo es cosa que á más
de ser original choca con los principios que dominan la
materia. Las presunciones que surgen de dos títulos distin-

L 1 La iin->eri]>ci6n, pn nuestro sPnlir. conáiimyf ''n (ií-íiiiiiiva la prueba norm i! di-1 der.—
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tan ao paedea llegar hasta dar por probada la propiedad, pm-
qae. repetiams. para eso kay q»e probar la preaerípcíéa i
la adq«Hk>¿B por aa modo originario; esas presaacioaM
podráa serrir para deaostrar qoe aa títalo e> acjor q»e
otru. T en este caso ra no re tratarla de la praeba riga-
rosa de la propiedad sino de la prueba de la aedóa pabfi-
tian» Raiós ñeae Laoreat 1 para decir q«e esa jaria-
prsdentia »e fand* en la equidad pero qae es Tiolatoña i»
la ler.

5- — Ea los otro? do? casos de la iampradeneia fraaeeta.
la *->iafWB de •ésta también *e fsnda eo simples presaaao-
»í*. Ccasd" 1:>* d"? á;nlo< emanan dri miímo altor íe da
prefíreoeia al mi? üi íra ; Por qué i •;. Ac**-? e**i pro hado
oí* eü eaa?aEte e:-aiií erx propietario': Se dite q«* ao pa-
d i í t í i^áie dar ^SJÍ iíer«b>* qae !•:•* qs* ñeoe, el *e-
« r d o aáq»ir?cte 2: pad;- «dqairir !>:>* dereebos ¿t qae ya
ei ?taieca«E? ** t*bi» d?*p̂ >_iado i fav>r dei primero. Pero
¿ T s c-> leni» dercftfck» >:>bre la f->sa esai^sada? Volre-
».v saeTaaKSt^ i U h::K>:£$i$ estadiaia de qae «4 tkalo
prtíba pri>¡Mí?iad. *sra ín;iea T» beai<̂ > fafcbo.

Sí efaa t̂** ::•? ¿»* :::;.:•« de *2:í>r*s diífrestes. Teoeerá
e» d^m»£Íia:i *i :r;»:.» q;-? «s la hiíiwsi* d» aa pieit»
eta-e ¡*» ISI-.TJS Lia^farl* ej ísro. ; Pero esta eva dio pro-
bada la I>r*piída4 dei »s:i-r? Lo taieo qie ÍOB e»o i e ét-

~ F - > . * _ - — * - * . * : • • = - - ~ - - •
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maestra es qae nn antor tenia mejor derecho qae el otro,
pero no qae era propietario. Ya no se tratarla de prueba
de la reivindicación sino de prueba en la pnbliciana. Y co-
mo pabliciana también se toma la reivindicación en el último
caso, es decir, caando ninguno de los contendientes presenta
titulo. Se adjudica la propiedad al que tiene mejor derecho.

58. Estudiados los principios que dominan la prueba del
dominio y fijados los limites dentro de los que el intérprete
debe mantenerse, es tiempo ya de analizar las disposiciones
de nuestro derecho positivo.

Nuestro Código, como el francés, no ba reglamentado la
prueba de la propiedad, fe ba limitado á imponer la carga
de ella al que hace de actor en el juicio reivindicatorío. Es
debido á esto y supuesto que en el silencio del legislador
los principios generales son de completa aplicación at caso,
por lo qae nos hemos detenido en el estudio de ellos anali-
xaodo la jurisprudencia y doctrina francesas, á fin de sentar
una base sobre la qne nos sea dado resolver con acierto el
oscuro problema de que tratamos.

Existe una disposición en nuestro Código que hace variar
por completo la faz de la cuestión. Lo que la jurisprudencia
francesa, saliendo de la órbita de sus facultades, ha establecido,
es lo que entre nosotros ha hecho el legislador: consagrar la ac-
ción publiciana. Asi lo dispone el número 6. del citado articulo
6'24: "Perdida la posesión, puede usar de la acción reiTÍn-
dicatoria, aunque JO sea dneflo, contra el que posea la cosa
con titulo inferior al suyo". Claro es que, dentro de nuestra
ley, de acuerdo con esa disposición, todas las fórmulas que
hemos estudiado de la jurisprudencia francesa son acepta-
bles, no por aplicación del articulo 654, sino eu virtud del
624 número 6.

Nosotros creemos con Aubry y Kan ,l; que la acción pa-

1 AUBBT ET R A L . Grnn II. pa¿ iu *í-
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bliciana no puede concebirse como acción distinta á la rei-
vindicatoría; lo qne hay es qnc ciando la acción reivindica-
toría es ejercida por el qae no ec dueño, se la denomina pn-
blieiana. peri. no por eso deja de ser reivindicatoría como
expresamente la ley lo dice. La importancia práctica de la
distinción no afecta á la acción en si. sólo se refiere i la
prueba de la misma Por regla general, el propietario será
el que reclama el dominio; por exerpeión el que no es due-
ño lo pedirá, porqne es raro que la propiedad se discuta
entre los qae no tienen el dominio sin que el dueño baga
valer su derecho Pero ann cuando la reivindicación se ejer-
ce, por regla general, por el propietario, no por eso. éste ha
de producir la prueba completa de su propiedad, prueba
qne como hemos dicho, se reduce, en la casi totalidad de
los casos, á la de la prescripción. Ea precisamente en la
prueba donde radica la verdadera importancia de la publi-
ciaua. expresión de la equidad qne atempera el rigor de lo»
principios de la justificación plena del dominio

Analizando las fórmulas de la jurisprudencia francesa he-
mos visto que todas ellas haeen de la reivindicación nna
acción pnbliciana. Pero lo que en Francia es obra abusiva
de los Tribunales, entre nosotros es lev: y por tanto, todas
esas fórmulas que hemos estudiado tienen completa aplica-
ción, por lo que siempre que el actor produzca su prueba
en alguno de aquellos modos debe ser declarado vencedor.

El artículo 624 número G complementa y amplia al ar-
ticulo <>>4. La prueba :ncumbe al reivindicante, pero si ést«,
aun no probando la propiedad, justifica nn derecho mejor
que el del demandado, es decir, de uestra que su titulo es
superior al del poseedor, la demanda debe ser acogida. De
esto resolta que el verdadero propietario en la mayoría de
los casos probará, no su propiedad, sino sn mejor derecho,
y, por eso, lo qne se llama acción publiciana, e* el modo
más común de justificar el dominio.
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59.—La equidad exige que la dificultad de probar nn de-
recho no sea causa de la pérdida del mismo; he abi «1 fun-
damento de la acción publiciana.

Originaria de Boma donde fue creada por el pretor Pn-
blicio de ahí la denominación de publiciana) con el fin de
amparar al poseedor que en yia de prescribir era despojado
de la cosa que detentaba, limitada primeramente á las res
mandpoe, se extendió después á los bienes bonitarios. En vir-
tnd de ella el que no era dueño podia reivindicar cnal si lo
fuera, porque se consideraba que la prescripción en curso
se hallaba cumplida; era una prescripción ficta.

Mantenida en el derecho moderno, aunque sin el carácter
de ficción que en Roma tenía, no forma ella, como hemos
dicho, una acción distinta de la reivindicatoría. La reivindi-
cación procede, ann ^cuando el reivindicante no pruebe la
propiedad siempre qae demuestre poseer mejor derecho qae
el poseedor. Eso es lo qae dispona nuestra ley rindiendo
homenaje á las exigencias de la práctica. Más previsor que
el Código Francés ha llenado el nuestro la laguna que en
aquél existe, cortando discusiones sin fin y evitando con ello
que soluciones de equidad deroguen al texto expreso de la
ley.

Dedúcese de esto que si el reivindicante qne ejerce su
acción no llega á justificar la propiedad pero si su mejor
derecho r , el juez debe sentenciar á sn favor. No es nece-
sario que el actor exprese qae usa de la pnblieiana, porque,
á más de no exigir la ley la determinación de la acción de
ducida (Código de Procedimiento, articuló 284), no existe en-
tre Dosotroa nna acción pnbliciana distinta de la reivindica-
toría. Como hemos dicho anteriormente, de acuerdo con la
ley, la reivindicación siempre es nna, sea ó no deducida por
el dueño; y el hecho de que la doctrina la denomine publi-
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oipcáÓB proeeoe « ao e* preeño arengaar « el qae í« aia-
para de eüa adqaim- ej doainie por al£B>o de ios («eras
dos Bados denvxát* traáieióa >• s»resj.-» : de a u m qae.
deaeanaodo la cae*d¿a dei úem,*>. ia prseba de e$e «odo

~ se redar* a la dé al^aa« de los >tT<>#.
Ei qae aa a>iqainde oo«o »eredeTv>. ¿qae drbe proharr—

Por ei nodo naiversai sacesáÓB se adqaiereE 1«$ dereda<>$ y
obügaeiooeí det djfantú. qsiea se kilU repre^eaiadc p«r ia
penosa dei sa«e$«n ea derecho este es U K>acBBacái-B de
aqaéi. í'ere adesás dd Bodo debe proitar ei t¡rak>: ;ea*¡
ei ei ntaiv dei heredero? — Segoña cree qae ea las saeesi»-
aes ei dtak- y ei B->do »e oafazden; dí ¡o q«e resulta qae
al Bisa.? óeapo w adqaieTe» ei dereebo real y ei peraKal.

es toH» pfcT» qoe ¡a reirindicaaiia pri«spere qae

_, ,__ ja calidad de «yed-ro.- S.< ¡c ej-ceBos; prc.b»ad«
tal cosa ~e praeba qae io* dereíbis de ?a cansaste pasaroa
al actor, pero no qae aqaéi. y por Lxaw este, tema ia pro-
piedad de la cosa ó a» Bejor dereeko sobre ella. Para ja*-
tifiear e so kay qae rí»octir** á la adqsisidóa qae el eas-
aaate ó sas aaiore* aieieroa á otro tilalo ongiaano ó den
vado SL por ejemflo, d eaasaate kibiera obteaüo la pro
piedad por eonpraTeata. ésta y U coasigmieate tradición ea
Id qae el gaeesor teodria qae probar. El mal* dd saces»
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es el tialo i d c a n u t e , porqae eoafnriiéa4oM a
U percata de ambos: la praena q«e inrambrria ai n o le
pertenece al otro, sin perjuró de ame ademas deba d «•ce-
sar demostrar sa calidad de taL qae lo habilita para oolo
caree es el lagar del di finio á qñea representa (!•-

De lo Ocho se desprende que !a praeba de todr* loe m«-
dos derivado* Tiene á redaeirse. ea átamo teraüao, á la
praeba de la tradición

Para que *-e adhiriera el dominio por tradicio» *e reqaiere
qvt ésa se haga en virtud de úfalo hábil para transferir la
propiedsd Cidig."» 'ivíl. articak» 744. cñmer" 3 . T T Í he-

deb» entenderse por tal. Ahora
r farroiameET». es esto* easo*.

idi»-- Qrii. artíeol" lfvlr. namero
í" p>>r el reiriudicaí;:» eosjmita-

í»1r.> que s» lo tenf* i *n dispítsi-
so '.< aneuci^nari fí>E la indin ¡nalidad po-

ribSe. d«*itEardo e! arebívo, .•fieina pública í io^ar donde
-e eseDenire ei oririual. >•• pesa de qce. «i a«i DS lo hace.
B<- ~e !e ídmixa deíptiés de interpnesta la demanda, salvo
e! eav- dr qüí ÍB«tifitara es forma bre^e y -Dmiri» haberío
obtenida ó hallado recieiteineiite < "¿dif o de Pr.-.c*di«ie»to-
anifolfií 2»v. i?í<' r 574 i' .

Probado el nal.-, se ha de jg$ri£e*r Umbiéc que la tra-
áidji. b» ?id • b^íha. _v ~z ÍS rirtnd qoe e! dominio foé ad
qtr.rid*.

mos dicho qué ef ¡o qn
bien: e*e tin!••. debe e-"-
er raJirameEt" psMic.-. '
1 . ene debe >er
meLir COL ¡a

ei-.'-i y ei. tal
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6i.—El titelo qne «6lo da derecho personal, ea no acto
jaridie© celebrado entre dos personas: e] reivindicante j
el aator de éste, es decir, quien les transmitió la propiedad
ó los derechos que sobre ella tenia. Como se comprende, el
demandado poseedor no ha sido parte en ese acto, y en
róta de esto cabe arerígoar si tendrá éste ralor contra él.
Si hubiera de probarse en rigor la propiedad, como para
ertn es necesario probar la prescripción, la cuestión no ten-
dría objeto, desde que tal acto jurídico es nn justo titulo,
supuesto que para ser tal no es preciso, más aún se supone,
que ha sido dad» por el qne no es dueño Código Civil,
artienlos 750. 1182, 11831.

Pero enando lo qne se pretende demostrar es <̂1 mejor
derecho, entonces el caso aparece más dodoso Sin embargo,
creemos que la solución debe ser la misma. En efecto: si
el reivindicante presenta un titulo y el poseedor no lo pre-
senta, éste debe ser eoadenado. no porque el titulo tenga
fuerza obligatoria contra él. sino porque el reivindicante de-
muestra que tiene mejor derecho, desde que en virtud del
titnlo puede prescribir á los diez años, en tanto que el de-
mandado solo lo podría á los treinta El poseedor no po-
dría pretender ampararse en la regla res Ínter alios acto,
porque eon el titulo no se quiere probar que esté obligado
á lf> que en él se establece, sino que tiene por fin demos-
trar que la propiedad fue adquirida ó está en viag de ad-
quirirla el demandante Los demás casos en qne las partes
presentan títulos, la prueba también debe versar sobre quién
ha adquirido ó adquirirá con más derecho el dominio, sin
que tengan aplicación las reglas referentes á los contratos,
salvo el caso en que el título emane del mismo poseedor,
pues si esto sucede, no se trataría sólo de la propiedad,
sino también de verdaderas relaciones obligatorias.

Esta es, en nuestra opinión, la causa porque no es apli-
cable la regla res ínter altos acta en las cuestiones sobre
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* d aetft asteados eoa» tal ec aleaa fe i d
•ae cxreíata. so *óh> entre la» partee Bao tubiea rriaticta
á terceras: w prieea adenás batta la laseripeáoa ea U M ,
las de-flarariooeí Batenalec de la* paite» co» parecí ral fa
Prsein, paes, hasta la iatcripeiÓB ea fate*. la dedaiacáéa
•ae ta> panes kan hecho de reader ; coaarar. De ahí,
<K>stnB3. ]•• qae d tíralo praeba respecta i uáof. es
qae araefca respecto i iodo* qae haj acá venta, asa
eieo. «i testamente. ¿ PtT qaé. poe*. el reiriadieasie ce
drá «poaerk- ai poseedor Y" í ! . Sis eatrcr » diíeatir d
i,.r át :»- d^M*r»cií'iitf c\>&ieiiída< ex oí ücnrsBex

i ¡ert>?r<<i. f»>ci¡i iier»nK>f qae aax csaiido bagac it
>:.—- i-;- iaplica tiiv qae el d'-miaif ó ei nej«r «e-
e, f^:e probada. Sip-nru»:* q»t ec EI JCIC» rea _
rK' que A fijne f-.-na-i B. aqaéi pre^xta BK coa-
c/.cüí-r»Teiü* <>u4-£*4.. i •* iaror pc>r C. Ei flrana-
w <B«e qoe A DO \t aava compr»ao á '. : 1« aae
es que A r> e> dafñ- d« la «osa qae K ectá ao-

^ C-.-I ei stüio prsefta A qae nriMprr' ia coca á C

pero SOL esii- s«io &<-< bx?u H isaraateste teodri loéa la
i pre~:tâ >h* qnr ?<e qiáera. pero BO -paede í tó far á aa

. wraiie k- que <*e iüstrameaai* eoosiata e» ca ee«-
traiíi. r éKí>$ »;• rmeoni . :K-IÍ<TS< á ios ^Et es él so eajaa

i C-̂ áirc- Qrii. l^T <l <>t probar qte ei i o t a -
Bja-i ia ?.tsa ¿ ss artc.r c? se pneha ^ee « i* á

a^K-r derecu. qoe e¡ poseedor, y et e»a- are-
k< qae ka» q » deovostrar ex ei iaióo reñrisüe*

Lasrea: aa cocíssdid» ia faena prebataña dei iaara»iati
péfclk» tv-r ia áerxa <-biifaiftn* de las deciaraoow» ea el
(vLietadaí: ia prúaen kan fe. a «e qsere. r e l e a s i *a-
***. aere ia i«$aada se Uaica. p*T ari>aia saaraiexa. á Va*
para*

sato de
dado B
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Baadrr Laeaotiaene ha eoaareadido qae an o» ea tirtad
de la faena probatoria del doeamento páblieo por lo qae et
títalo praeb* propiedad. Coaseeaente eoa »• dodñaa, cree
qae el títalo solo ae iaToea para establecer «na presunción
de dominio, pero no porqae pueda oponerse al demandado
cono la prueba de nna relaeiÓB jurídica existente entre él
T el demandante ' 1 )•

6a.—Se discute si las sentencian ejeentoriadas y los actos

de particiones son titnlos con los qne ?e paeda ejercer la

acción remndieatoria.
Pothier admitía "que on acto de división vpor el cual

parece qoe la cosa reivindicada ha eaido al demandaste),
de la sucesión de alguno de sus padres, es un tiulo con-
que se puede fundar la demanda'" 2 \ La mayoría de los
autores signen á Pothier y admiten igualmente el Talor de
las sentencias ( 3 .

A nuestro medo de ver el caso DO es de difícil solución.
Las sentencias y actos de partición no constituyen, por si
solos, títulos para reivindicar; su efecto es declarativo y no
atributivo de derechos, de lo que se dednee que el titulo no
es la partición ni la sentencia, sino aquél en cuya virtad,
en una y otra, se le adjudicó la cosa al demandante.

63 El reivindicante no sólo debe probar su acción, sino

también la posesión del demandado 4 .

64. Respecto á ia prueba de la propiedad de los mue-
bles, la ley no exige una forma ünica, rigiendo á este res

, 2 f "oTsm. !*••
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(Continuará)
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3." ¿Está obligado el acreedor hipotecario á seguir sn ac­

ción ante el Juez de la quiebra, ó puede iniciarla aquí, en

Montevideo, con prescindencia del concurso?

Contesto la primera cuestión:

Este punto está terminantemente legislado y resuelto por

el Código de Comercio en el artículo 1581, que dice así:

"La declaración de quiebra hace exigible todos los créditos

pasivos del fallido} aunque no se hallen vencidos, ya sean comer­

ciales ó civiles".
La disposición de la ley comercial es concordante con la

de la ley civil, la que al legislar sobre las obligaciones á
plazo, establece en el artículo 1412 (Código Civil), que: uLo

que se debe á plazo fuera de los casos de quiebra ó no­

toria insolvencia, no puede exigirse antes de su vencimiento".

La doctrina, y tanto la ley civil como la comercial, son

perfectamente justas sobre el particular.

En efecto, siendo el juicio de quiebra una ejecución co­

mún en beneficio de todos los acreedores, si todos los eré

ditos no fuesen exigibles por el hecho de la misma, la

liquidación no se podría llevar á cabo hasta tanto no estu­

viesen vencidas todas las obligaciones, lo que retardaría los

procedimientos é imposibilitaría la secuela regular del con­

curso.

Además la obligación á plazo reposa en la presunción de

solvencia y pago al vencimiento, y esa presunción no existe

en materia comercial después de la declaración de quiebra,

porque el artículo 1548 del Código de Comercio establece

que: "La declaración de quiebra importa la presunción de

insolvencia de la masa, sin necesidad de auto especial".

Contesto la segunda cuestiúu.
Sobre este puuto también existe disposición expres~ en el

Código de Comercio y de las dos doctrinas que han divi­

dido la opinión de los comercialistas y la legislación posi­

tiva de otros países, la nuestra ha optado por la que sos-

LA. REVISTA. NUEVAlS2

EJECUCIÓN DE HIPOTECA EN LOS CONCURSOS COMERCIALES

peeto las reglas generales, Podrá, pues, producirse esa prueba

por cualquiera de los medios admitidos y Con las restriccio­
nes impuestas por la ley,

Lo mismo que cuando se trata de inmuebles debe pro­

barse el título :r el modo, ó este último solo, cuando se haya
adquirido por modo originario.

Mi estimado amigo:

Señor don Antonio Samb ucetti,

Con el mayor placer contesto la consulta profesional que
se ha servido usted formularme.

Ella es la siguiente: Un comerciante de Soriano viene á

:Montevideo .é hipoteca un bien raíz de su propiedad, fiján­

dose como domicilio á los efectos del contrato, la ciudad

de Montevideo. Poco tiempo después, dicho comerciante es

declarado en quiebra ante el Juez Letrado de aquel Depar-'
tamento.

Se desea saber:

1." Si la hipoteca, á pesar de no estar vencido el plazo
es exigible.

2.° En qué forma y hasta cuándo pueden cobrarse los in­
tereses del crédito hipotecario.
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Üeme que / - ^ I Í W W ¿r erMüM ámame* m mtpmit ti cara*
de loe utereaes y í « «#«* torren jro / i u n a fMtmdm é bjm-
let. tratándote de crédito» hipotecarías ó prendario*.

El artiealo 1582, Código citado, resaelTe el pasto ob-
jeto de la eaestiÓB, es la siguiente terminante forma:

'La deelaraeióa de quiebra suspende eoo relaaó» i la
masa el coreo de los intereses sobre lo* créditos pasiro*
eomanes '.

'Seguran hasta ¡a extinción dt lo deuda ¡OÍ interesa pac-
tadot ó IDA legaie* desde ei dia de la demanda, en loe cré-
ditos kipotetmw v prtn-larios y se pagarán con la prefe
rencia qae corresponde á los capitales basta donde alcance
ja respeeriva garantia".

Gictes» la tercera eaeíiiún propuesta.
Este ponto está también terminantemente- legi*lad<> en

nuestra ley comercial y si la enestióc puede vfrecer dadas
en "tras legislaciones véanse las notas á los arüolos 13*7
y i-i\:\ del Código de Comercio argentino del doctor don
Lisaadro Segovia en so obra "Explicación y critica del oaero
Código de Comercio de la República Argentina' . en la
naestra no pasa lo mismo con» ramos á demostrarlo.

Es cierto que el articulo 1549 del Código de Comercio
dispone: -El juicio de quiebra abarca la unirersalidad de
los bienes, derechos, aeciones y obligaciones de! fallido y
atrae al Jaez de la quiebra todus los negocios judiciales
pendientes ó qae se inicien después de la quiebra y en que
el fallido sea demandado".

*En el caso en que el fallido ó el concurso sea actor,
deberá íegairse el fnero del reo".

Pero ese articulo se refiere á los créditos comunes, á lo*
acreedores quirografarios, y digo esto, porque los teaedores
de los créditos hipotecarios ó prendarios por disposieiúae*
expresas del mismo Código, no están obligados á presen-
tarse al concurso, pidiendo segmir su acción coa completa
independencia-

I.A. REVISTA 185

Cataré, en primer término, el articulo 1711 del Código de
Comercio, concordante é idéntico con el 2335 del Código Ci-
ril, y que dice asi:

" Los acreedores hipotecarios y prendarios no estén obliga-
dos d aguardar á las resultas del concurso general para proce-
der i ejercitar sns acciones contra los respectivos inmuebles
ó mueble» hipotecados ó dados en prenda".

"La acción se ejercitará con completa independencia del con
curso general y éste sólo tendrá derecho á percibir el saldo
que deje la ejecución después de cubierto el crédito hipote-
cario ó prendario y las costas y costos del juicio."

Más diré, y es que el anto de quiebra, qae entre otras
cosas, como se sabe, debe contener el emplazamiento dentro
de un término de treinta á noventa días para que los acree-
dores presenten al síndico los justificativos de sos créditos,
excluye expresamente á los acreedores hipotecarios y pren-
darios.

El artículo 1557 del Código de Comercio establece:
" El anto en qae se baga la declaración de quiebra de-

berá contener:
*" Inciso 6." La fijación de un término de treinta á noventa

días, según la importancia y extensión, de los uegoeios del
fallido, término dentro del cnal deberán todos los acreedores,
con excepción de los hipotecarios y prendarios, presentar al
sindico los justificativos de sus créditos."

El proyecto primitivo del señor don Joaquín C. Márquez,
autor de la reforma del libro IV del Código de Comercio, no
contenía la excepción indicada y se referia á todos los acree-
dores.

Al disentirse el articulo en el seno de la comisión de re-
formas, el doctor don Aureliano Rodríguez Larreta se opuso
al inciso en la reforma proyectada, en los siguientes térmi-
nos ^página 104 del libro de actas de la indicada Comisión:

"En discusión el artículo 1554 vhoy 1557). El doctor Ru-
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pisas de oingnóa clase; de abl esos disposiciones dé la ley
que colocan fuer» de los concursos civiles ó comerciales á
los acreedores hipotecarios.

La subrogación legal por la cual el sindico representa lo»
derechos del concurso, en nada afecta ni modifica el con-
trato de préstamo hipotecario, qoe debe cumplirse y hacerse
exigible en la forma en que foé pactado

Si, poes, el domicilio fijado foé la ciudad de Montevideo,
aqni dehe seguirse la acción pvr cobro de la hipoteca, con
citación del sindico á los efectos del arríenlo 1572 del Có-
digo de Comercio-

Dejando satisfecho so pedido, me es grato repetirme de
usted affmo. y S. S. "

Eduardo Vargai.

APUNTES DE CLASE

ABTÍCCLO 1H4

La mu/er nú hec¿.r¡ta d¿ Ucencia para defenderse e>i juicio
criminal, iü para demandar ó defenderse en los pleitos con ?u
mnrido

Este, «i* embargo, será siempre ohlú/ado á suministrar á la
mujer los auxilien que necesite para sus acciones ó defensas ju-
diciales

i 6?- El marid'j - será siempre obligada á suministrar á
la mojer los aniilios que necesite para sns acciones ó defen-
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143

MU mando puede ratificar lo» actos para los cuales no hay*
autorizado á su mujer, y la ratificarían podrá también ser ge-
neral ó especial.

La rnti/ieaáón podrá ter tácita, por hedías del marido oue
ma ifietten ñta¡uítoeamenU su aquiescencia.

$ 71 —Según el articulo 146 "la nulidad fondada en falta
de venia marital, DO puede alegarse sino por la mujer, el
marido y los herederos de ambos", y* conforme al articulo
1545, ' ni la ratificación expresa ni la tácita valdrán, ¿» no
emanan de la parte que tiene derecho de alegar la nulidad y
si el que ratifica no es capaz de contratar . Luego, la rati-
ficación <lel marido no rale contra la mujer, porque no es
el marido sólo, sino también la mujer, qriieñ pnede alegar
la nulidad-

Pero el artículo 142 que anotamos ¿no establece lo eon-
trario al dar al marido la facultad de ratificar los actos
para los cuales no haya autorizado á su mnjer? La afir-
mativa estaría de acuerdo con una de las doctriEas sos-
tenidas por los amores franceses. ;. Por qué los actos á
que íe refiere el articulo que anotamos no son válidos"? Por-
qne no han sido autorizados por el marido: y bien, si lo
qae les falta es la autorización marital, ana Tez que el ma-
rido los ratifica, la utilidad queda subsanada. Desde que in-
terviene el consentimiento del marido, la mujer cesa de ser
incapaz, sea qae ese consentimiento baya sido dado antes ó
después del acto, y, por consiguiente, ella no puede entonce*
invocar so incapacidad para pedir la nulidad del acto. Si la
mnjer no ataca el acto antes de la ratificación del marido,
es porque persevera en la voluntad de mantenerlo: e«ta vo-
luntad, unida á la del marido qne ratifica, convierte el acto,
annlsble en su origen, en un acto perfectamente válido. El
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artículo que estudiamos, al declarar qne el marido puede
ratificar los actos para los cuales no haya autorizado á su
mujer, no se propone otra cosa que dar i eata ratificación,
los mismos efectos que á la autorización previa.

Esta doctrina, á primera vista irrefutable, ha sido contes-
tada por la mayoría de los autores. No hay que confundir
la autorización que es previa ó concurrente al acto, con la
ratificación, que es posterior. El acto de la mujer, que ha
sido autorizado por el marido, es válido; mientras que el
acto de la mujer, sin autorización del marido, es anulable.
En este último caso, tienen acción para pedir la nulidad,
tanto el marido corno la mujer; luego, la ratificación del
marido no puede tener efectos más que contra él mismo; al
ratificar el acto, el marido habrá renunciado su acción de
nulidad, pero la mujer conservará la que por su parte le
corresponde, porque el marido no tiene la facultad de des-
pojar á su mujer de lo que á ésta le pertenece. Asi resulta
también de lo que disponen los artículos 14G y 1545. Por
lo demás, el hecho de que la mujer no pida la nulidad del
acto celebrado sin autorización del marido, no implica nece-
sariamente que la misma mujer persevere en su voluntad:
puede ser que no ataque el acto para no revelar á su nía
rido la falta que ha cometido al prescindir de la autoriza-
ción de éste. En fin, el articulo que anotamos no hace más
que establecer la facultad que tiene el marido de ratificar
los actos para los cuales no haya autorizado á su mujer;
pero no dice cuáles son los efectos de la ratificación.
Para saber cuáles son esos efectos debe estarse á lo qne
disponen los artículos 146 y 1545. Sostener que la ratifica-
ción valida el acto en absoluto, privando á la mujer de la
acción que le pertenece, equivale á afirmar que el articulo
142 está en pugna con los artículos 146-y 1545, y esto
sería contrario á la regla del articulo 20, según la cual " el
contexto de la ley servirá para ilustrar el sentido de cada
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ana de sos partes, de manera que haya entre todas ellas la
debida correspondencia y armonía". (Bandry Lacantinerie,
"Des personnes", tomo 2.a, números 2369 y siguientes; Mour
Ion, tomo 1.", número 792; Champean y Uribe, tomo 1.°,

número 385).
A fin de qne, en el caso de que tratamos, la nulidad

quede subsanada, es necesario que el marido ratifique el
acto conjuntamente con su mujer. Habrá entonces ratificación
por parte del marido y de la mujer, ó sea de los dos que
podrían alegar la nulidad. Por lo demás, la mujer, con la
venia de su marido, es capaz para contratar, y, en conse-
cuencia, lo es también para ratificar el acto vicioso á qne
nos referimos. (Articulo 1545).

(Continuará).

CUESTIÓN

Í B CHA OUB DBBBEA HLBVAB BL CBET1MCADO 0 0 » QDB SB O R E A

BL PROTOCOLO

,.¡J,. al E » « . Tribunal Pleno ,IR- »e dejo

Excmo. señor:Exc
Benjamín C. de Oliveira, escribano público, domiciliado en

,a calíe Sarandi número 215, ante V. E. respetuosamente me

Qne el señor Ministre doctor Fein, con fecha doce de Enero
del corriente ano, dictó en mi protocolo, el siguiente decreto:
u Inutilícese por Secretaría el sellado sobrante del presenta
" cuaderno. Y notándose qne el precedente certificado lleva
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« la fecha del nueve de Enero,—]o q«e constituye una in-
* formalidad,—se le advierte al escribano de Oliveira, p a n
" que lo tenga presente en lo sucesivo, que los protocolo*
" deben qnedar cerrados el último dia del ano respectivo/'

Ahora bien: como á pesar de todo el respeto que me me-
rece la opinión del referido señor Camarista, creo sincera-
mente que no he procedido mal al extender el certificad»
con fecha nueve de Enero, y ponerle esa misma fecha, ó sea
la fecha verdadera, vengo á someter el punto á la resolución
del Excmo. Tribunal Pleno, con el objeto de saber con se-
guridad cómo debo proceder en lo sucesivo, y también coa
el de qne si la advertencia que Be me ba hecho no es me-
recida, no quede subsistente. *

Al extender el certificado con fecha 9 de Enero, no lo
hice por inadvertencia, sino deliberadamente, por entender
que, lejos de desprenderse de las disposiciones legales vi-
gentes que dicho certificado debe ttecar necesariamente la fecha
de 31 de Diciembre, se desprende lo contrario.

De acuerdo con el articulo 31 dé la ley de Escríbanos de
187ÍS, modificado por la ley del 12 de Diciembre de 1884,
lo primero qne debe hacer el escribano es presentar su pro-
tocolo del año anterior, dentro de la primera quincena de
Enero, para la inutilización del papel sobrante. Después de
inutilizado ese papel sobrante, el escribano debe encuadernar
su protocolo con el respectivo Índice al fin de cada tomo,
cerrando previamente éste con un ctrtificado en que expresará
el número de escrituras que contenga, inclusas las inutilizadas
ó que hayan quedado sin efecto.

Como se ve, el citado articulo único que se ocupa del
certificado), no establece respecto de éste, más formalidad
que la de qué exprese el número de escrituras que contenga
el prutocolo. Ese artículo no habla absolutamente de la fecha
precisa que debe llevar el certificado; — lo único que dice
sobre el particular es que éste debe ser extendido recién
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detpvé$ de la inutilización. Por consiguiente, «i para la inuti-
lización del papel sobrante es término hábil toda la primera
quincena de Enero, con mayor razón debe serlo para extender
el certificado, qne es cosa posterior á aquella inutilización. '

Es cierto que en la práctica ( y yo me he acomodado á
ella), este orden legal ha sido invertido, porque los escriba-
nos extienden el certificado al pie de la última escritura y
lnego el Tribunal inutiliza el papel sobrante. Pero aún dentro
de esta misma práctica he procedido correctamente, pues he
extendido el certificado antes de la inutilización, pero dentro
de la primera quincena de Enero, ó' sea dentro del término
hábil para esa inutilización.

El dia 31 de Diciembre es un día hábil como cualquier
otro, y el escribano pnede y debe gozar de todo él, es decir,
de todas las 24 horas de que ese dia se compone, p a r í hacer1

escrituras. Entretanto, no gozaría de todo él, si antes de las
12 de la noche, ó sea antes de haber terminado la última
hora de ese día, cerrase el protocolo, extendiendo el certi-
ficado de que se trata.

¿Qué haría el escribano si habiendo extendido el certifi-
cado el :Sl de Diciembre de 1902, á las 7 de la tarde, fuese
requerido ese mismo <¡ia á las 8 de la noche para autorizar
una escritura urgentísima, como por ejemplo un testamento ?
En el protocolo del año entrante no podría extenderla, pues
dicho protocolo no queda habilitado sino desde el 1." de
Enero inclusive en adelaste, y como en el protocolo de 1902
tampoco podría extenderla por haberlo ya clausurado, resul-
taría que no podría cumplir con la obligación que, según el
artículo 60 del decreto ley de 31 de Diciembre de 1878,
tiene todo escribano de autorizar las escrituras que se le
encomienden.

Para que el escribano pueda, como es de su deber, utilizar
todo el dia 31 de Diciembre, debe necesariamente no cerrar
el protocolo Bino después de concluido dicho día, y por con-
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siguiente, el • certificado no puede «er extendido sino en el
mes de Enero.

£1 31 ,de Diciembre tiene ya el escribano papel de pro-
tocolo para el ano entrante. Si se le pide el 1." de Enero qne
«ntorioe ana «sentara, no podrá extenderla en el protocolo
viejo, sino en el nuevo, pero esto será asi, no porque ya
deba estar necesariamente puesto en el protocolo viejo el
certificado, sino porque las escrituras deben ser extendidas
en el protocolo qne está habilitado el día en qne se extien-
den, y el protocolo de un año cualquiera deja de estar ha-
bilitado una vez vencido dicho año.

-Por lo demás, falta á V. E. el medio de asegurarse de si
un certificado extendido con fecha 31 de Diciembre, ha sido
positivamente extendido en esa fecha. Por ejemplo, yo hu-
biera podido mny bien extender el certificado el día 9_de
Enero, poniéndole la fecha de 31 de Diciembre en vez de
ponerle, como lo he hecho con toda lealtad, la verdadera
fecha en que lo extendí. El engaño no habría sido advertido,
porque se trata de un acto qne no ofrece más garantías de
veracidad que la presunción de buena fe que acompaña al
escribano que lo ejecuta. Por consiguiente, es preferible no
exigir una formalidad que, fuera de no armonizarse con el
texto de la ley y ser inconveniente, no puede ni siqniera ser
fiscalizada.

Por lo expuesto:

A V. E. suplico con todo respeto que se sirva dejar sin
efecto el decreto del señor Ministro doctor Fein, en la parte
en que establece que he cometido una informalidad no ex-
tendiendo el certificado con fecha 31 de Diciembre.

Benjamín C. de Olivara.

A este escrito, —el Tribunal Pleno, con fecha once del co-
rriente,—proveyó lo siguiente:
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Se, declara que el último dia del ano debe clausurarse el

protocolo y que la certificación debe hacerse á más tardar

«1 primero de Enero siguiente.

PROLEGÓMENOS DE DERECHO COMERCIAL

(ContinuaíWn ¡

IX 1. Abandonado el sistema de la definición del acto
de comercio por los legisladores, han tenido éstos, siguiendo
otros rumbos, que establecer sistemas legislativos diversos;
sistemas que varían tanto, que con ellos se podría formar
una escala, partieüdo de ION que para nada se ocupan del
acto de comercio, hasta los que pretenden enumerarlos todos.

La mayoría de ellos ha optado por la ennmeración de
los actos, pero esa enumeración puede hacerse de dos ma-
ueraB: puede ser nna enumeración taxativa ó limitativa, ó
puede ser una enumeración demostrativa.

El primero de estos dos sistemas consiste, como su nom-
bre lo indica, en establecer en la ley, uno por uno, todos
los actos de comercio, que son tales para la misma, exclu-
yendo los demás.

Tiene como inmenso defecto el de querer encerrar dentro
de límites fijos, algo que tiene una extrema movilidad, y
que, dia á día tiende á anmentar su esfera de acción.

No pueden, no deben las leyes que se ocupan de materias
comerciales, sobre todo de aquellas cuyos limites no son ni
fijos ni precisos, y que se hallan en evolución continua, si-
guiendo el movimiento progresivo, creciente é incesante de
la vida comercial, que modifica y multiplica lo que existe,
vislumbra y abre nuevas vias, nnevos y extensos horizontes
á su actividad; no pueden esas leyes, decimos, trazar fron-
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teras fijas é inexpugnables, circuios de hierro, levantar muros
de granito en los que se lee el pretencioso "de aquí no pa-
sarás", sin que la realidad de los hechos atropello y des-
truya todo lo que á su paso se opone, haciendo caso omiso
de fronteras, circuios y voluntades legislativas, que DO tienen,
frente á su fuerza arrastradora, mayor consistencia que el
papel donde fueron imprecas..

Pero, la ley existe, y hay que cumplirla . Solamente
tales actos, dice ella, son actos de comercio. . . Es entonce»
que hay que abandonarse á las interpretaciones, á las induc-
ciones ó dejar fuera de la ley á actos de comercio, bien
caracterizados, pero á los cuales la voluntad del legislador
por un prurito de precisión ha negado la protección de la
jurisdicción y de la legislación mercantil.

¡Quejaos todo lo que gnstéish • Vuestras quejas llenas de
razón, preñadas de justicia, repletas de derecho, irán a es-
trellarse contra la impasibilidad é inflexibilidad del sistema-
adoptado.

¿Es esto justo?
Sí. La ley existe y debe de cumplirse estrictamente en los

países donde ella haya sido adoptada Por arriba de todo
debe estar el respeto á la ley, pero eso no quita que se
pugoe por la reforma de las malas leyes.

2. Los grandes defectos del sistema anterior, al que han
seguido últimamente los legisladores belgas, y que es el sis-
tema del Código francés vThaller'i 1), son subsanados por
el sistema opuesto, el de la enumeración demostrativa, que
reputamos más razonable, más lógico, y que indudablemente
se plega más a la realidad de los hechos comerciales.

En vista de la imposibilidad de enumerar todos los actos
de comercio, pur este sistema se establecen en la ley, los
más importantes, presentándolos siguiendo series dadas, re-
uniéndolos ó separándolos conforme á ideas lógicas de orden
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y de unión, y dejando bien abiertas las puertas para qu«
puedan agregárseles todos aquellos que no han sido ni po-
dido ser objeto de enumeración.

Algunos códigos que han seguido este sistema, suelen es-
tablecer al terminar la enumeración un inciso final, que
dice expresamente, como lo hace el de Méjico (inciso 24
del articulo 75), que son comerciales cualesquiera otra clase
de actos de naturaleza análoga á los expresados en el

mismo.
Nos parece buena la aclaración, aunque pensamos que. en

muchos casos puede resultar inútil ó superabundante, sobre
todo, cuando sea evidente que el sistema seguido, es el de
la enumeración demostrativa Esta innovación no existe en
el Código italiano de 1882, Código que podemos mirar como
el tipo de los de este sistema.

¿El Código Oriental ha seguido el sistema taxativo ó el

demostrativo?
Es una cuestión de solución dificilísima, mucho más cuanto

el informe de los doctores Vélez Sarsfield y Acevedo, nada
dice al respecto. El origen francés de casi todas las dispo-
siciones del artículo 7, inclinaría á creer que se ha seguido
el limitativo; pero la frase "la ley reputa actos de comercio
en general", que no se halla ni en el francés, ni en el belga,
ni en el alemán, etc., que emplean las de "se reputan actos
de comercio" tales, ó "son actos de comercio'', t a l es . . . ese
en general tomado, según parece del artículo 203 del viejo
Código portugués, indica, según opinión corriente, el sistema

opuesto.

De todas maneras, y á pesar de las dudas que pneda

suscitar el punto, es más útil inclinarse al sistema demos-

trativo.

Sistema inglés. —Ni define, ni eaumera los actos de comer-
cio, ni da fórmala alguna para su comprensión [F. Blanco
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Constans). Este sistema es seguido también por el Código
de Comercio ruso de 1893 (Code de Commeroe de Rose, por
J. Tchernow).

Sistema español.—El Código español de 1885 da, en el pá-
rrafo segundo del artículo 2.°, la signiente fórmula: "Seria
repotados actos de comercio los comprendidos en este Có
digo y cualesquiera, otros de naturaleza ^náloga". Este sis-
tema, con algunas modificaciones, ha sido seguido por el
nnevo Código de Comercio de Portugal, aprobado por de-
creto de 23 de Agosto de 1888, qne dice, en su articule 2.°:
"Serán reputados actos de comercio todos aquellos qne se
hallaren especialmente regulados por este Código, y además
de ellos todos los contratos y obligaciones de los comercian-
tes que no fueren de naturaleza exclusivamente civil, si lo
contrario ño resulta del propio acto".

Sistema francés —Es el sistema enumerativo, y es al que
han seguido la mayoría de los códigos, salvo las variacio-
nes más ó menos radicales que hemos indicado en el italiano
de 1882 (artículo 3."), y eu el mejicano ^artículo 75), por
ejemplo. Siguen este sistema el argentino de 1889 /ártico
los 6, 7 y 8) ; el de Guatemala de 1877. que ofrece la ori-
ginalidad de referirse á los, negocios, mercantiles y establecer
en nn inciso final los caracteres de esos negocios comercia
les articulo 3. ; es el seguido por el Código del Brasil
(véanse los "üegolamentos para os Tribunaes do Braail", de
18nO, que no sabemos si están en vigencia^: por el Belga
(artículos 2." y 3. ) ; etc.

Sistema afanan. - Propiamente no es un sistema, pues res-
ponde en el fondo al sistema francés; pero difiere en que
forma cuatro categorías, cnatro agrupaciones de actos. En la
primera, comprende cuatro clases de actos comerciales por su
esencia ó actos objetivos (articulo 271); en la segunda, cinco
clases de operaciones, que son declaradas comerciales para
quien hace de ellas el ejercicio de nna profesión (articulo
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272); en la tercera, se comprenden las mismas operaciones,
pero ejecutadas exeepcioualmente por cualquier comerciante,
aunque sean extrañas á BU comercio (articulo 273) ; en la
cuarta, se consideran actos de comeicio todas las operacio-
nes de nn comerciante qne tengan relación con BU comercio,
salvo si constare lo contrario artículo 274).

El Código húngaro sigue el mismo sistema.

X. ACTOS MIXTOS—El acto de comercio puede ser acto de
comercio, para las dos partes contratantes, ó puede ser co-
mercial para una de las partes y civil para la otra.

Pongamos algunos ejemplos qne harán esto más compren-

. BÍVO.

Si el comerciante A compra mercaderías al comerciante" B,

cada umi de ellos ha ejecutado un acto de comercio, que lo

es para las dos partes contratantes.
Pero, si yo, individuo civil, compro al comerciante A tner-

caderias qne destino á mi uso ó consumo, mi acto tiene el
carácter de acto.de comercio para el comerciante A que con-
trató conmigo, pero, para roí, el acto ejecutado no es un acto
de comercio, sino un acto civil.

Los autores dan á la primera categoría de estos actos, el
nombre de actos de comercio bilaterales, y llaman á los de
la segunda actos unilaterales ó actos mixtos (Lyon Caen y
Renault). Ocurrido un conflicto y siendo necesario averiguar
á quién compete el conocimiento de un litigio y qué juris-
dicción s? ha de aplicar, los de la primera categoría no ofre-
cerán dudas de ningún género; no asi los de la segunda, pues
éstas serán graves, y serias las dificultades, pnes se trata
de actos que, según como >••• les encare, ofrecerán el carác-
ter de actos de comercio ó Je actos civiles. ¿ Quiénes serán
los jueces competentes? ¿Qué legislación regirá el acto?

Algunas legislaciones han previsto el caso y traen dispo-
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siciones que solucionan la dificultad, la alemana, la belga 7
la argentina de 1889, por ejemplo; pero desgraciadamente
la legislación oriental tomó, como hemos dicho ya, sos dis-
posiciones del Código argentino del año cincuenta y siete, que
no eran otras que las del Código francés, y nada decían ellas
sobre el panto en cuestión.

Sería de desear que la Comisión Revisor» del Códico orien-
tal tuviera en cuenta esta deficiencia y propusiera la sanción
de nn articulo que evitara las complicadísimas cuestione» á
que da margen semejante olvido. Abrigamos la esperanza de
que ella lo hará, como lo han hecho los nuevos legisladores
argentinos, quienes se han inspirado en el articulo 277 del
Código alemán, y salvo pequeñas reformas al mismo, han
salvado esas dificultades por medio del articulo 7, que dice:
u Si nn acto es comercial para una sola de las partes, to-
dos ios contrayentes quedan, por razón de él, sujetos á la
ley mercantil, excepto á las disposiciones relativas á las per-
sonas de los comerciantes, y salvo que de las disposiciones
de dicha ley resulte que no se refiere sino al contratante
para quien tiene el acto carácter comercial. ' '

Como hasta tanto que eso no suceda, la cuestión permanecerá
siendo la misma, que tantas dudas ha suscitado, creemos útil
recordar aquí algo de lo que sobre ella dicen los autores.

En su obra de Derecho Comercial, publicada antes de la
sanción del nuevo Código argentino, estudia el doctor Oba-
rrio el punto en cuestión, y dice que él puede presentarse
bajo dos fases: con relación á la legislación qne se ha de
aplicar al caso mixto, y respecto de la jurisdicción á quien
compete el conocimiento.

Vara solucionar la primera de estas cuestiones, dice el doc-
tor Obarrio, que existen tres doctrinas, cuyo estudio critico
hace, y que son :

1.' La legislación civil ó la comercial se aplicarán indis
tintamente según la parte que asuma el rol de demandante,
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y se aplicará la legislación que corresponde á esa jurisdic-
ción;

2.' La legislación comercial debe prevalecer sobre la le-
gislación civil; y -

3.* El derecho común debe prevalecer sobre el derecho co-
mercial; solución que es la aceptada por el doctor Obarrio.

Respecto de la jurisdicción á quien corresponde el cono-
cimiento del asunto, debe ser, según opina el doctor Obarrio,
la civil, aunque dice es doctrina comúnmente aceptada que
debe seguirse el principio de procedimiento de que el actor
debe seguir el fuero del demandado.

Thaller, (1) opina que á los actos mixtos deberán aplicarse
distributivamente las reglas de derecho civil y las del co-
mercial, pero qne esta distribución se efectuará atendiendo,
no á la persona del demandante, como dice el doctor Obarrio,
sino según que, para la persona demandada, sea civil ó co-
mercial el acto.

Si es demandada la persona para quien el acto es civil,
serán los jueces y la legislación común, porque ella no ha
renunciado ni á sus jueces naturales ni á su derecho.

Por el contrario, dice el mismo autor, si la persona que
ha hecho el acto comercial es la perseguida, el demandante
debe atacarla ante los tribunales Ue comercio y usar contra
ella de pruebas comerciales.

Hace notar, sin embargo, que la jurisprudencia francesa
permite al demandante para quien el acto es civil, que pueda
optar por la jurisdicción que prefiera, y que puede llevar el
proceso ante los tribunales civiles ó comerciales, á su elec-
ción.

Lyon Caen y Renault exponen una opinión idéntica á la
de Thaller, y dicen que la competencia de los tribunales que
han de juzgar el acto debe ser, á su juicio, la que corres
ponde según los principios generales de derecho, y que debe

. Thslkr, olí. ck.. fú*. :ti.

H R. s.
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atenderse al demandado para determinar cnál es el tribuna

competente. (I).
No nos parecen suficientemente convincentes las razones

qne se dan para seguir la opinión contraria á la solución
propuesta por el Código alemán, y que ha Bido seguida por
el Código argentino.

No vemos qué principio de derecho ó de justicia se pueda
invocar para proclamar como solución la que se propone por
algunos antores; no vemos qué razón de derecho y de jus-
ticia se pueda invocar para quitar á ona de las partes sus
jaeces naturales, más bien que á la otra, y hacer prevalecer
la legislación civil sobre la comercial, cuando aún los auto-
res que esa solución proponen, están todos de acuerdo ea
que el acto es, y no pnede dejar de ser, un acto de co-
mercio.

" El derecho civil es la regla y el derecho comercial la
" excepción. Hacer que la persona que ejecute el acto civil
" quede sometida á la legislación comercial, sería dar pre-
" ferencia á lo extraordinario y excepcional sobre lo ordi-
" nario y común". (Obarrrio)

A eso contestaremos, diciendo, que fue en otra época te-
nido como cierto, que el derecho comercial era la excep-
ción, pero que no lo es hoy, para la moderna ciencia del
derecho comercial, qne rechaza las antiguas teorías, según
las cuales, el derecho comercial constituía el monopolio, el
privilegio de la casta de los comerciantes, como rechazamos
hoy aqnellas sociedades gremiales, tristemente célebres, de
épocas pasadas, que cerraban las puertas del trabajo á to-
dos los qne DO pertenecían al peqneño grupo de los privi-
legiados.

Y diremos que boy, por el contrario, son los autores ita-
lianos, los nacidos en la patria del derecho, los que con
razón se enorgullecen de que los suyos fueron los que do-

11 t Lyoa Caói y R-n.-uih. ol.. di., p%. 341.
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t*rou al momio eon la nanea Men ponderada legislación'
iwoan»; son lo« qae sin diepnta van hoy á la oabeza del
mnndo científico, por la profundidad de su ciencia, jurídica;,
son ellos los que proclaman el principio opneRto; y. dicenj
tanto en sus obras teóricas, como en sus monumentos legis-
lativos, que el derecho comercial es un derecho propio, per-
fectamente autonómico é independiente, al cual no se le puede
considerar como una simple excepción á ana regla general;
y ann más, cuando no faltan legislaciones, que van más
lejos, llegando á regalar por un sólo código los asuntos ci-
viles y comerciales, como lo ha hecho Suiza, porque en sus
costumbres se halla enormemente difundido el espíritu de la
comereialidad.

Pensamos además: que el porvenir reserva á la República
Oriental,-por su posición geográfica, por su constitución hi-
drográfica, por su pequeño territorio y por muchas otras
causas, un puesto entre los países más comerciales de la
América; y no nos parece, que en esta materia tan discu-
tida de los actos mixtos, deba desdeñarse una reforma en
su legislación comercial, que hacia esos fines la conduzca y
para la que se puede tomar como patrón ó modelo á la
legislación argentina.

Antes de concluir queremos hacer nutar que el ilustrado
doctor Obarrio ha padecido un error cuando dice, que una
de las soluciones propuestas es la de que se ha de deter-
minar la jurisdicción segúo la parte qae asuma el rol de
demandante, y que se aplicará la legislación que corres-
ponde á esa jurisdicción.

Las soluciones dadas por Thaller y por Lyon Caen y Re-
nault, están en completo desacuerdo eon 1<; que dice el doc-
tor Obarrio; esas soluciones establecen qu^Sa jurisdicción y
legislación se determinarán, según que, para la parte deman-
dada sea el acto civil ó comercial; diciendo sí, que la juris-
prudencia francesa ha establecido. que e/ demandante para
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quien el acto tiene carácter civil, puede optar ó elegir entre
las dos jurisdicciones, lo que tampoco esta de acuerdo eon
lo expuesto pot el doctor Obarrio.

i ' 1 ' • A L B E R T O J O N E S B R O W K .

APUNTES DE DERECHO INTERNACIONAL
PRIVADO

(Toma'1's por .tu¡ el aula <ie Prreeho Intemaci
il dm-tor Jorge Siennu

lai Privado que regentab:

Lo mismo debe decirse de la incapacidad que proviene
de la edad. Si un menor pndiera domiciliarse en nn pais
cualquiera cuyas leyes lo tuvieran por capaz, se relajaría
por este hecho la autoridad de los* padres, tutores ó cura-
dores, pues por nn acto que el menor no ha podido ejecu •
tar sin el consentimiento de sus representantes legales, ven-
dría á anular la autoridad de éstos poniéndoles en grave
conflicto desde que siempre serían responsables por la gnarda
y conservación de los bienes del menor. Aún en este caso,
debe primar la ley del domicilio, única que soluciona jnri-
dicameute estas cuestiones.

ñ. NACIONALIDAD. —Esta doctrina, así como la del domici-
lio, cuenta con gran número de sostenedores y puede decirse
que entre las dos se dividen las opiniones de I08 tratadis-
tas. "El sistema de la ley nacional, desconocido en la anti-
güedad y en la edad media, es sustentado por gran número
de autores modernos entre los cuales se cuentan Blunstchli(

Weiss, Despagnet, Manciaj, Fiore, Martens, Laurent, Rivier,
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Pacheco, Pérez Gomar y Calvo" (1). Loraonaco, Surville,:

Auhuys, Asser, sostienen también esa doctrina.
Se invocan en favor de este sistema las razones generales

en que se apoya la Nacionalidad ya sea cuando se la pre-
senta como fundamento de la ciencia, ya como criterio de
solución de los conflictos del derecho internacional privado.
Y en el caso especial, tratándose de las cuestiones sobre
capacidad de las personas, se hacen valer razones y funda-
mentos especiales.

Se cree que en este caso la ley nacional es la qne mejor
contempla el carácter y las condiciones de las personas,
factores importantísimos en las leyes sobre capacidad. Las
'eyes de cada país establecen los limitess de la capacidad
eniendo en cuenta el medio, el desarrollo más ó menos
temprano de las facultades mentales, motivado precisamente
por ese mismo medio que puede mantener á las personas
más ó menos alejadas de la vida comercial ó industrial; el
mayor ó menor grado de instrucción de cada pueblo; facto-
res todos que indiscutiblemente adelantan ó retardan la
capacidad de la persona. Siendo esto cierto, dicen, ninguna
ley puede regir mejor la capacidad que la ley nacional; y
además ¿no seria injusto qne un oriental domiciliado en
Chile obtuviera recién su cap»cidad plena á los 25 años,
cuando las leyes de su patria se la acuerdan á los 21? La
mayor preparación del oriental para la vida de los negocios
seria negada si se aplicara la ley chilena, y esta persona
seria considerada incapaz cuando se halla revestida de la
capacidad más completa.

Otra ventaja presenta U doctrina: señala con gran fijeza
la ley aplicable á cada caso, que es la ley nacional, la cual
no varia, lo que no sucedería si 92 aceptara el criterio del
domicilio, el de la mera residencia, el del acto jurídico ú
otro cualquiera de los que han sido propuestos; con este

V 1 l Informe del doewr Qaintana, Acias, pay ">11.
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criterio inmutable el frande es imposible, pues para averi-
guar la capacidad de la persona deberá tenerse en cuenta
la ley nacional y no otros elementos que, como el domicilio,
son variables á voluntad. Consecuencia de esta invariabili-
dad es otra de las ventajas que señalan IOB partidarios del
sistema: mantiene la dependencia de las personas con las
leyes de su patria, evitando que se relajen los vínculos que
las unen con el pais que las vio nacer, y que el amor á la
patria sea sustituido por los lazos de iiuión con el pais en
qne se hallau radicados.

ti. CBÍTICA. -Las críticas que se hacen en general á la
doctrina cuando se la presenta como fundamento de la cien-
cia ó como criterio general de solución, reciben nueva apli-
cación en este caso especial de la capacidad Que los dere-
chos y obligaciones del hombre en cnanto se le considera
como ciudadano ó como funcionario público sean regidos
por su ley nacional, es muy explicable y muy justo, pues
esos títulos sólo pueden invocarlos en virtud de la ley pa-
tria que se los reconoce. Pero extender el imperio de esa
ley á las relaciones de los hombres en cuanto se les consi-
dera como formando parte del género humano, es algo que
la doctrina nunca ha podido justificar.

En el caso de la capacidad, la doctrina, además de sos
inconvenientes comunes, no presenta ningún argumento nuevo
que sea aceptable.

La pretendida veutaja que nace de la inmutabilidad de
la ley que rige á la persona, es en realidad un inconve-
niente. Es cierto que el imperio de la ley patria conserva
los vínculos de afecto para con el país de origen, mantiene
el amor á la patria, etc, pero no hay interés alguno en
mantener esta ventaja aparente. En efecto, respecto del in-
dividuo domiciliado en pais extranjero, hay interés razona-
ble y evidente en sujetarlo á la ley de ese lugar por cuanto
es allí donde ha constituido su familia, donde ha formado
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su fortuna, es el lugar del asiento de sos negocio», el Ingar
de su domicilio es al que realmente se halla vinculada la
persona, importando poco que sea nacional ó extranjera.

Debe observarse la injusta desigualdad que provendría de
la aplicación de la ley nacional, pues las personas de na-
cionalidades distintas obtendrían la capacidad competa en
distintas épocas sin qne haya razón atendible que justifique
tales diferencias. No es cierto, como lo afirman los partida-
rios de la nacionalidad, que las leyes sabré capacidad sean
las que más contemplan las condiciones de la persona al
fijarla en una edad más ó menos temprana; el elemento que
determina esa época es la tradición. Las leyes que se inspi-
ran y sigueu más de cerca al Derecha Romano, la fijan en
los 25 años; otras que podríamos llamar reformistas la fijan
en los "20, 21 ó 22 años, de modo que el pretendido argu-
mento carece de base sólida.

Es de notarse las dificúltales que nacen para determinar
la capacidad con este sistema; hay que recurrir á leyes que
en general son desconocidas ó que habiendo sido reforma-
das, no rigen en determinado momento. Se da también el caso
de individuos que dau perdido su nacionalidad ó de otros
que se han nacionalizado en país distinto; y en este caso,
¿en virtud de qué razones podría pretenderse la aplicación
de la ley nacional? Todos los fundamentos de la doctrina
fallan en el caso.

7. ACTO JURÍDICO.—Según esta doctrina, no Hebe adop-
tarse nn criterio único sujetando las cuestiones sobre capa
cidad á una ley única é igual para todos los casos. Debe
tenerse en cuenta el lugar de la celebración del acto jurídico
y aplicar la ley de ese lugar á las dificultades que se pre-
senten.

El lugar de la celebración del acto jurídico se encuentra
principal y directamente interesado por lobados que cele-
bren las personas; su soberanía, su legislación se halla afee-
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tada, y nada- más jnsto que rea ella quien resuella los con-
flictos á que esos actos den lugar, desde que lo contrario
seria sustraer injustamente al imperio de esa ley las relacio-
nes que verdaderamente la afectan é interesan.

Por el hecho de contratar eu un lngar determinado, la»
personas se someten si no expresa, tácitamente por lo menos,
al imperio de las leyes de ese lagar, cuyas leyes deben
observar y respetar; nada más natural que sean esas leyes
las llamadas á resolver las dificultades que nazcan entre los
contratantes.

Todos los Estados consideran como de interés general la
legislación sobre incapaces, y no puede pretenderse que rija
ley distinta de la del lugar del acto jurídico, que es la que
tutela y salvaguarda los intereses de los incapaces.

8. CRÍTICA. -El criterio que sirve de base á la doctrina
empieza por atacar á lo que en materia de capacidad de las
personas puede llamarse" un axioma: la unidad de la ley á
aplicarse sobre la capacidad. La calificación de la capacidad
ó incapacidad no puede ser variable; una vez establecida,
debe ser respetada en iodas partes, teniendo en cuenta que
sólo hay una ley que puede jurídica y razonablemente dar
tal calificación: la ley del domicilio. Se ha visto, en el nú-
mero 4, que es ésta la ley llamada exclusivamente á regir
la calificación de capacidad, por las razones allí expuestas;
la doctrina del acto jurídieu tiende á establecer una califi-
cación particular respecto de cada caso especial, lo que es
inadmisible. El loco declarado asi por la ley de sn domici-
lio es incapaz en todas partes; á este respecto esa califica-
ción tiene carácter y efecto extraterritorial, porque es el lu-
gar del domicilio el único donde puede establecerse con
acierto el estado de capacidad mental de una persona. Esf

pues, inadmisible en absoluto, pretender que la calificación
de capacidad quede librada á una ley que no puede estable-
cer con certeza si un individuo es ó no capaz. Y respecto
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de la edad, bay como un derecho adquirido- por la ley del
domicilio, á ser considerado capaz fuera de ese logar, cuando
su legislación ha consagrado la capacidad de una persona.

No se ha demostrado, porque la demostración es imposible,
que en los actos jurídicos lo esencial sea la celebración; re-
sultará, por el contrarío, que es lo esencial su cumplimiento
ó ejecución. ¿Y siendo esto "asi, cómo (te pretende someter
á la ley del acto jurídico la calificación de la capacidad?

Tal ve/, fuera más razonable admitir el régimen de la ley
del lugar de su ejecución, evidentemente más interesada que
la del lugar de celebración.

Es inexacto que desde el momento de la contratación haya
un sometimiento á la ley del lugar del acto; el lugar de la
celebración es indiferente; puede ser elegido arbitrariamente,
puede depender de la casualidad. Lo que las partes .tieuen
en cuenta es el cumplimiento del acto, es su ejecución, y es
obvio que sea la ley de ese lugar la que hayan tenido en
vista las partes al celebrar el contrato.

Una )ey variable tanto como varíen los actos de la vida
civil, que depende muchas veces del azar, y que general-
mente no tiene relación con la naturaleza y esencia del acto
jurídico, no puede ser la que rija la capacidad de las per
sonas.

9 . C R I T E B I O DOBLE: EL DOMICILIO Y LA NACIONALIDAD. - E s t e

sistema resuelve en general las cuestiones sobre capacidad
por la ley nacional, y en aquellos casos en que la naciona-
lidad se hubiere perdido ó fuere de difícil averiguación, en
una palabra, cuando el criterio de la nacionalidad no sea
capaz de resolver el conflicto, se aplica la ley del domicilio.

Pretenden sus sostenedo'res que por este sistema es posi
ble aprovechar todo lo bueno que tienen los sistemas del do-
micilio y de la nacionalidad, al propio tiempo que, por me
dio de esa asociación, se evitan los defectos que cada uno
de ellos presenta cuando se les formula por separado.
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10. Una Tañante del sistema anterior, qne combina la na-
cionalidad con el domicilio, estableoe como regla general la
ley del domicilio. Pero si los elementos constitutivos del do
micilio llegan á faltar, ó si ana persona tiene establecidos
doB domicilios, ó bien en el caso de que en el pais donde se
verifica el acto se permita la aplicación de leyes extranjeras,
en esos casos se aplica la ley nacional

11. CaímoA. - Refiriéndose al sistema que combina la na-
cionalidad con el domicilio, dice Quintana (1) en su informe:
" fusión incoherente de la nacionalidad cou el domicilio, aun-
" que propuesta por el Instituto de Oxford, ha sido unáni-
" meraeute rechazada sin disensión." No puede ser de otro
modo, desde que los sistemas expuestos adoptau en cada caso
un criterio único, ya sea la nacionalidad, ya el domicilio; en
cada caso se formulan las mismas objecciones con qne se
ataca á cada sistema cuando se presenta por separado, exis-
tiendo en el caso otro iucoaveniente, que es el de la unión
de ambos elementos qae en lugar de beneficiar, perjudica la
combinación.

12 SISTEMA DK ZACHARLS . — A pesar dé lo absurdo del sis-
tema que aplica la ley del Tribunal que juzga á las cues
tiones de Derecho Interuacioual Privado, teoría qne parece
ideada precisamente para negar la existencia de la ciencia,
Fiore lo recuerda al tratarla capacidad de las personas, ex-
poniéndolo en los términos siguientes: " Ha habido también
a autores que, partiendo del principio general de que los jue-
" ees deben observar las leyes de su nación en la decisión
" de las controversias j a c h a n » , Corso de Derecho civil fran-
" cés, S 31), han dicho que para decidir sobre la validez de
" los actos jurídicos, debe aplicarse la ley del logar en que
" se prodqce el litigio. Estos mismos autores se apoyan tam-
" bien en la razón de que es prácticamente imposible, ó por
" lo menos difícil, qne los jueces conozcan las legislaciones
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* de lodos los palies y que se presten á aplicarlas. Admiti-
" mos que los jaeees ,00 tengan la obligación de conocer to-
" das las legislaciones; pero cuando la parte interesada in
" voca la aplicación de la ley á que se halla sometida, el
" juez no debe negarse á hacerse cargo de ella y á apli-
" caria. No se convierte por esto en agente de un legisla-
" dor extranjero-, no es el agente de ningún soberano, sino
" un ministro de la justicia que ejerce sa poder subordinando

* los hechos á las máximas de derecho " (1).
13_ DocraiNA^ DK FKBITAS: DISTINCIÓN ENTBK LAS CAPACIDA-

DES DE HECHO Y DK DEBBCHO — El sistema de Freitas se en-

cuentra expuesto en sus obras sobre codificación del derecho
civií. Para Freitas, " la capacidad civil es de derecho ó de
" hecho. Consiste la capacidad de derecho en el grado de ap
" titud de cada clase de personas para adquirir derechos ó
" ejercer por si ó por otro actos que no le sean prohi-
" bidos " (2).-

" Consiste la capacidad de hecho en la aptitud ó grado de
" aptitud de las personas de existencia visible para ejercer
" por sí Io8 actos de la vida civil " (3 \

" Aquellas personas á quienes se prohibe la adquisición
" de ciertos derechos ó el ejercicio de ciertos actos por si ó
a por otros, son incapaces de derecho, esto es, de esos derechos
c y de esos actos prohibidos" (art. 23).

" Aquellas personas que, por imposibilidad de obrar, fi-
" sica ó moral, ó por su dependencia de una representación
" necesaria, no pueden ejercer actos du la vida civil, son
" incapaces de hecho " (4 .

" La capacidad ó incapacidad, en cuanto á las personas
a domiciliadas en cnalquier sección del territorio del Brasil,
" sean nacionales ó extranjeras, serán jnzgadas por las leyes

U- 'Fií.r.-. iH.Hvhn rtia-macional Privada

_'i l-Ycila.. ,.;,. <:t.. art. _'l. i> 27 y > .

{3 A. T.ix.'ra -1.- Fn-!ias. O><iie« Civil . E

\tt Frfilas, op. en., art. JL1. p. '2b.
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" de este Código; aun cuando se trate de actos practicados
" en país extranjero ó de bienes existentes en pais extran-
" j e ro" (1).

" La capacidad ó incapacidad, en cnanto á las personas
" domiciliadas fuera del Brasil, bien sean extranjeras ó na-
" cionales, serán juzgadas por las leyes de so respectivo do-
" micilio, aun cuando se trate de actos practicados en ei
" Imperio ó de bienes existentes en el Imperio " (2 .

u La capacidad ó incapacidad de derecho será siempre
" juzgada por las leyes de este Código" (3)

Al hablar de las capacidades de derecho, dice Freitas:
" Consiste la capacidad de derecho en el grado de aptitud...
" No digo aptitud porque no hay persona sin capacidad de
" derecho, por grande que fuese el número de las prohibi-
" ciones del Código. De esta manera, la capacidad de. derecho
" envuelve siempre una idea relativa, aún respeeto de cada
" persona, puesto que todas las personas son capaces de de-
" recho en cuanto á lo que el Código no les prohibe, y al
" mismo tiempo incapaces de derecho en cuanto á lo que se
" les prohibe" 4).

En la nota al artículo ¿ti (p. ¿0,, afirma que ~ es el do-
" micilio y no la nacionalidad lo que determina la sede jurí-
" dica de las personas para que se sepa cuáles son las
" leyes civiles- que rigen su capacidad ó incapacidad ", y en
la p. 33 agrega que - la nacionalidad no influye en la apli-
" cacióu de las leyes sobre la capacidad ó incapacidad,
" siendo nuestro criterio el domicilio y no la nacionalidad
u como en el Derecho Francés ". Al tratar el articulo 27,
dice p. 34 , que " resulta una reciprocidad perfecta respecto
" de los extranjeros que no tienen su domicilio en el
" Brasil '". (5

• p . -'A.-- U ' ir i:n*.

• •:: -I l*ro!nptii:u-:1.;ü- I..
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14. CRÍTICA.—Todo el mecanismo de la doctrina consiste
en la distinción entre las capacidades de hecho y de dere-
cho. Según resalta de los artículos transcriptos, son incapa-
ces de hecho los menores y los locos, sájelos á tntela ó
córatela; las incapacidades de derecho se refieren á deter-
minada clase de personas respecto de las cnales el Código
prohibe la ejecnción de ciertos actos,. p. ej. los tutores, cu-
radores, administradores, mandatarios, qne no pueden com-
prar bienes de sns pupilos ó comitentes.

(Continuará).

REVISTA DE REVISTAS

Revue critique de Legisla-
ron ¿t de Jurisprudence (Pa-
rís, Febrero de 1903).

Esta importante revista fran-
cesa trae, en el número 2 del
año qne corre, un material lle-
no de interés. El primer ar-
tículo es un estudio doctrinal
sobre Jurisprudencia Adminis-
trativa Su autor, Marcel Moye,
muestra en dicho estudio gran
caudal de conocimiento y exac-
titud de criterio.

He aquí lo que trata el ar
tículo: I Legislación de Alger.
Poderes Legislativos del Pre-
sidente de la República. II.
Trabajos públicos. Competen-
cia judicial en caso de falta
personal del empresario. III.

Cousejo de las Universidades.
Extensión de sus poderes y
control del Consejo de Estado.
IV. Legislación de los mayo-
razgos. Papel excepcional del
Consejo de Estado.

Revista General de Legis-
lación y Jurisprudencia ^Ma-
drid, Noviembre y Diciembre
de 1902).

La última entrega del tomo
101 de esta publicación, que
dirige el reputado tratadista
don José María Manresa y Na-
varro, nos presenta un sumario
de primer oraren.

De los muchos y buenos ar-
tículos que la Revista General
trae, haremos una brevísima
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rwefis del titulado «La distin-
ción del Derecho Natural y
Positivo' . El articulista, seftor
Francisco Lorenzo Rivera, nos
declara que se propone sefia-
lar los más notorios caracteres
de la concepción del derecho
natnral puramente abstracto,
siguiendo lag teorías de Aris-
tóteles, Santo Tomás y Kant.
En el número de la revista que
tenemos delante espone la teo-
ria de Aristóteles.

Para este filósofo, dice, no
es natural cuanto se da en el
mundo; además de la natura-
leza existe en el orden social
y humano otra causa de de
terminaciones de hecho, y esta
es la voluntad del ser racional
y libre. Existe, agregi más
abajo, una justicia natural que
pertenece al orden de la natu
raleza, y otra legal ó para-
mente humana, en el orden de
la voluntad. Nos explica el
alcance que Aristóteles da á
dichos términos,y que éste en-
cuentra su elemento común y
permanente en el análisis de
las instituciones y costumbres
de diversos países. Integran la
producción del acto justo tres
factores psicológicos: la razón,

los sentimientos é instinto» y
la voluntad Después de des-
arrollar el alcance de estos
principios, el articulista nos
presenta en sus detalles la
teoría aristotélica; explica á
su entender, el alcance de ésta;
hace algunos paralelos y con-
cluye con estas palabras: "No
se nos oculta que nada quizá >
de todo esto pasó por la mente
de Aristóteles; pues apenas si
inicia la teoría en los dos pa-
sajes citados de la Moral y de
la Retórica, únicos, que nos-
otros sepamos, en qne se re-
fiere "á ellas."

La España Moderna Enero
1.' de 1Ü03, Madrid).

Es,á no dudarlo. La España
Moderna una de las publica-
ciones en lengua castellana,
más interesaute, por lo nutrido
del material, cosa que se debe
al cuidado que pona su direc-
tor el señor Lázaro en selec
cionar los trabajos que bajo
su responsabilidad aparecen.

En este numero encontramos
Uu estudio de suma importan
cia, original de Manuel de
Unamuno y cuyo titulo es
Contra el purismo.
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Comienza el articulista por
hacer nna critica, bien fonda-
da, á los escritores españoles,
que dan una importancia ex-
trema, no á la forma literaria,
sino á la gramática, á esa gra-
mática deifieada por los aea-
démicos, á enyo amparo han
hecho de la lengua castellana,
nn'idioma insnstaneial, raquí-
tico y charlatanesco.

Y á este respecto cita un
párrafo de Speneer que cae
justo en la llaga:

" Hablando no sé donde
Speneer de la superstición lin
güística, recuerda aquellos in
dios que al ver las maravillas
del arado lo pintarrajearon
para colgarlo y hacer de él un
fetiche á qne rendir culto. Y
ésto lo dice Speneer á propó-
sito del fetichismo lingüís-
tico".

Dice luego que dada la ba-
rrera interpuesta por los hom-
bres de letras para negar en-
trada á cualquier galicismo,
italianismo ó neologismo, el
español resulta hoy una lengnu
pobre é incapaz de expresar
ideas filosóficas y pensamien
tos con base científica.

El señor Unamuno cree sin

caramente, y hasla desafia á
cualquier traductor á qne sea
capaz de expresar en lengna
española pora, las ideas sico-
lógicas expuestas por Wunt,
James y otros hombres de
ciencia, siendo siempre el tra-
ductor fiel al concepto expre-
sado por el autor.

Oreemos nosotros también,
como Unamuno que á la len-
gna española hay que engran-
decerla y ensancharla, en eon-
tra de las ideas sostenidas
hasta hoy por la mayor parte
de los escritores de la penín-
sula

Termina el auto'r con el si-
guiente párrafo, lleno de ver-
dad y al qne se debe tomar
muy en cuenta aquí en el Urn
guay, donde vivimos conven-
cidos qne el arte literario debe
ser á base gramatical.

"De lo qne hay que huir es
de la insenceridad y de la men-
tira. Si sientes algo que te es-
carabajea dentro pidiéndote li-
bertad, déjalo correr tal y como
brote. Que hagan de filtro los
que te escuchen ó te lean. Y
si alguien te lo atribnyere á
pose ó creyere que no eres
dneño de tí mismo, ten piedad
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de él, porque tiene ojos, y no

ve".

de cay» bondad nos hemos
dado cuenta exacta.

Revista Jurídica y de Cien-
cias Sociales -1 Enero y Fe-
brero, de 1903, Buenos Aires).

E L DBLITO DB LOS ALIKHA-

NADOS Y D* LOS SIMULA DOBÍ8

D« LA LOOÜBA, por José Ingeg
meros.

El artículo del doctor In-
gegnieros, es demasiado ex
tenso para qne en una mono-
grafía pueda dar cnenta acá
bada el cronista á sus lectores.

X08 limitaremos tan sólo á
aconsejar so lectura. La im
portancia del tema y la pre-
paración del autor, bastarán
para que el trabajo sea leído
atenciosameníe por los estu-
diosos de América.

Creemos qae sn valor cien-
tífico esíá fundado principal-
mente en la erudición del
articulista y en las espléndi-
das observaciones que el mis
mo ha beeho en el Hospicio
de la Merced, uno de los es-
tablecimientos mejor montados
del Rio de la Plata.

Felicitamos vivamente á los
directores de la publicación,
por las otras colaboraciones,

Vida Moderna (Febrero de
1903, Montevideo).

El sumario de Vida Mo-
derna es interesante.

Adalberto SofT publica nn
trabajo titulado "El arte tea-
tral en Montevideo"'.

El estilo del aator, como
siempre, nos resolta pobrísi-
mo, lleno de ingenuidad ar-
tística, paramente escolástico.

Las ideas no son del todo
malas ni completamente bue-
nas. Hay inadvertencias, exa-
jeraciones, y se nota además
pobreza de gusto.

Las apreciaciones son ga-
cetilleras, hechas á cliché, de
un novicio, con aspiraciones á
cronista de segundo orden.

Perdonarán nuestros lecto-
res que no transcribamos nn
párrafo, por lo menos, pero
sabremos disculparnos, advir-
tiendo qne todo en este autor
es agua tibia, ungüento del
mismo tono y con igual espe-
sor, algo así como decía un
cronista madrileño: "Ni fn,
ni fa".

H. A. B.




